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en los últimos tres años hubo un salto de 
esta violencia a niveles no documentados 
en la historia reciente del país: alrededor 
de 17 homicidios por 100.000 habitan-
tes, incluyendo la proyección del 2025, 
que estima que este año finalizará con 
alrededor de 900 asesinatos. 

El Informe Estado de la Nación 2024 
explicó que el aumento de la violencia 
homicida se vincula principalmente a la 
actividad del crimen organizado. Se nutre 
de una multiplicidad de factores que son 
“caldo de cultivo” para el agravamiento 
de esta situación como los incumpli-
mientos del contrato social, la falta de 
oportunidades para amplios sectores de 
la población y una débil gestión pública 
en el ámbito de la seguridad ciudadana. 
En este difícil escenario también inciden 
los cambios en la geopolítica del narco-
tráfico y la configuración de las dinámicas 
entre los grupos criminales organizados. 
Esta interacción de causa y efectos forma 
parte de un círculo vicioso contrario al 
desarrollo humano.

Mapas 1.1
Tasas de homicidio por cantóna/ 

(por 100.000 habitantes)

a/ Un nivel alto corresponde a una tasa de 20 o más, medio se ubica entre 10 y menos de 20 y bajo a tasas menores de 10.
Fuente: Vargas-Montoya, 2025, con datos del OIJ e INEC.
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lo cual incrementa la presión económica 
para sostener su hogar. Posiblemente, 
estos factores se manifiesten también en 
los hombres jóvenes, cada vez más vin-
culados al crimen organizado, pero no se 
tiene disponible un análisis similar al que 
se hizo para las mujeres.

Deterioro de la calidad 
democrática en la gestión de 
asuntos públicos

Una tercera amenaza que limita los 
efectos benéficos del repunte del 2024 
es el deterioro de la calidad democrática 
para la gestión de los asuntos públicos. 
Por calidad democrática se entiende la 
medida en que el acceso y el ejercicio del 
poder en un sistema político se acerca 
(o se aleja) al cumplimiento de los atri-
butos de una democracia (PEN, 2001; 
Vargas Cullell, 2014). En un sistema con 
alta calidad democrática, el régimen de 
libertades y derechos es ampliamente 
tutelado y respetado, tanto por parte de 
los gobernantes como de la ciudadanía 
y la gestión de la política pública ofrece 
amplias oportunidades de participación 
a los diversos sectores de la población; 
cumple, se ejecuta y está sujeta a los con-
troles constitucionales y legales. 

En un régimen de presidencialismo 
acotado como el costarricense (PEN, 
2023), la capacidad de gestionar los asun-
tos públicos depende en buena medida 
de la cooperación con otros Poderes de 
la República. El Ejecutivo es el encargado 
de la gran mayoría de las políticas públi-
cas, dentro del marco legal aprobado por 
la Asamblea Legislativa y bajo la fiscali-
zación de entidades como la Contraloría 
General de la República. Por ello, son 
críticas las relaciones entre el Ejecutivo y 
el Legislativo a fin de hacer cambios lega-
les que permitan mejorar la calidad de las 
políticas públicas o desarrollar nuevas. 

En esta administración de gobierno 
ha ocurrido un hecho inédito en la polí-
tica costarricense: el Presidente de la 
República decidió a inicios de 2025 dejar 
vacante el Ministerio de la Presidencia, 
puesto estratégico. En caso de que la 
Administración persista en la decisión de 
no nombrar a una persona como jerar-
ca del Ministerio de la Presidencia, al 
terminar el mandato en mayo del 2026, 

la plaza habría estado vacante por 453 
días. Al abdicar uno de sus poderes for-
males, el poder de nombramiento para la  
conducción de las relaciones con el 
Legislador, limita su capacidad para 
impulsar sus prioridades de política 
pública. 

Un poder formal del Ejecutivo que le 
permite impulsar las relaciones de coo-
peración con el Legislativo es su capaci-
dad para conducir la agenda legislativa 
durante seis meses al año, una potestad 
que la Constitución Política le otorga 
para impulsar sus prioridades en el con-
greso. Esta potestad consiste en utili-
zar los decretos de convocatoria y des-
convocatoria a proyectos de ley en las 
sesiones extraordinarias de la Asamblea 
Legislativa. Son claves para la construc-
ción de mayorías legislativas para sus 
prioridades de política pública. Un buen 
manejo de este poder implica una cons-
tante lectura política sobre las posiciones 
de las personas que legislan, con el fin de 
ubicar las oportunidades para encontrar 
acuerdos. 

Un análisis exhaustivo de los decre-
tos de convocatoria y desconvoca-
toria de proyectos de ley, en sesiones  
extraordinarias durante los años 2022 a 

2025 señala que la presente administra-
ción de gobierno convoca y desconvoca 
pocas iniciativas. Este comportamiento 
no se ajusta a la realidad de una Asamblea 
Legislativa de carácter multipartidario, 
en la que es necesario ampliar el espectro 
de las convocatorias pues debe negociarse 
con mayor cantidad de partidos. Más 
aún, es la más pequeña de las últimas 
nueve administraciones de gobierno. La 
conclusión es que subutiliza uno de los 
principales mecanismos para la gestión y 
ejecución de la política pública (gráfico 
1.12). 

Un resultado esperable de esta situa-
ción es que pocas iniciativas de interés 
del Ejecutivo se conviertan en ley de la 
República. Y así fue. La presente admi-
nistración sobresale como la de menor 
cantidad de iniciativas convocadas y apro-
badas durante los tres primeros años de 
gobierno desde 1990: 65 leyes, muy por 
debajo del promedio (243) e, incluso, de 
la segunda administración menos exitosa, 
la del presidente Alvarado Quesada (85). 
Además, el gobierno tuvo el menor peso 
en la generación de nueva legislación en 
las últimas cuatro décadas. De mayo de 
2024 a abril del 2025 solo el 10,8% de 
la legislación aprobada por la Asamblea 

Gráfico 1.12
Porcentaje de aprobación de proyectos de ley de iniciativa 
del Ejecutivo

Fuente: Elaboración propia con datos de la Asamblea Legislativa.
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estudio para este Informe corroboró, sin 
embargo, una importante reducción en la 
convocatoria de diálogos sociales (cuadro 
1.2). La razón no reside en que hayan 
aminorado los confl ictos, sino porque ha 
mermado la disposición de los Poderes de 
la República, en particular, el Ejecutivo, a 
escuchar y dirimir los confl ictos por esta 
vía ( Jirón, 2021 y 2025). 

Visto en perspectiva histórica, el nivel 
actual se acerca al predominante duran-
te la fase del bipartidismo, cuando era 
una estrategia de uso poco frecuente. 
Así, entre 1990 y 2002 se celebró aproxi-
madamente un evento de diálogo social 
cada dos años. La entrada del multipar-
tidismo elevó notablemente la frecuencia 
(2002-2014) a poco más de un evento al 
año, hasta llegar a casi cuatro anuales en 
promedio entre 2012 y 2014. Ello ocurrió 
en los gobiernos del PAC, que contaban 
con minorías parlamentarias reducidas. 
La frecuencia cae drásticamente durante 
los tres primeros años de la actual admi-
nistración a un evento por año, pese a que 
su posición minoritaria en el parlamento 
es similar a las de sus antecesores.  

Un factor que impacta de manera 
adversa la calidad democrática de la ges-
tión pública es el prolongado confl icto 
entre poderes de la República, pues inte-
rrumpe la necesaria cooperación entre 
ellos para aprobar o ejecutar las políticas 
públicas. En los últimos tres años Costa 
Rica experimentó el surgimiento de un 
confl icto de este tipo. Hay que remon-
tarse a la administración Carazo Odio 
(1978-1982) para encontrar otro evento 
tan extenso. Un factor que ha atizado 

Legislativa fue iniciativa del Ejecutivo. 
De las seis administraciones que han 
tenido que lidiar con el multipartidismo 
-del 2002 en adelante- la actual sobresale 
como la de menor éxito.

Un segundo indicador de la pérdida 
de capacidad de un gobierno para ges-
tionar la política pública es el grado en 
que logra concretar las prioridades de 
política pública que prometió al iniciar 
su administración. Todos los gobiernos 
prometen una amplia variedad de cosas 
y, como debe esperarse dentro de un 
régimen democrático, no todas se logran 
implementar, especialmente las que 
requieren aprobación legislativa. Otras, 
sin embargo, dependen enteramente de la 
capacidad del Ejecutivo para implemen-
tarlas por medio del aparato institucional 
público.

En esta edición se efectuó un estudio 
del avance de las propuestas planteadas 
por la Administración Chaves Robles. 
A un año de concluir gobierno, menos 
de una cuarta parte de sus iniciativas han 
sido implementadas: ocho de 33 (24%). 
Entre ellas se encuentra el uso generali-
zado de Sicop, la Ley de protección al 
denunciante y la Ruta del Arroz2. Nueve 
iniciativas se encuentran en trámite, pero 
con importantes complicaciones que, al 
cierre de esta edición, crean un panora-
ma incierto: el ingreso a la Alianza del 
Pacífi co, las jornadas excepcionales 4x3 
y la apertura del mercado eléctrico. Dos 
tienen un avance parcial o incompleto (la 
carretera a San Carlos y el plan nacional 
de banda ancha) y otras dos no superaron 
los controles de legalidad y constitucio-
nalidad: la rebaja del precio de medi-
camentos y la eliminación de las tarifas 
mínimas de los colegios profesionales. 
Otras once de las 33 iniciativas identifi ca-
das no han sido implementadas del todo. 
Esta lista incluye casos como la venta del 

BCR, Ciudad Gobierno y la transmisión 
de las sesiones del Consejo de Gobierno. 
La primera requería aprobación legisla-
tiva y las últimas dos eran del resorte del 
Ejecutivo. En síntesis, al cumplir los tres 
años de mandato, el 36% de las iniciativas 
que el gobierno se trazó en 2022 no se 
han concretado del todo, 24% se imple-
mentaron y 27% de las metas se encuen-
tran en trámite (gráfi co 1.13). 

Cuando un Ejecutivo enfrenta impor-
tantes difi cultades para impulsar sus ini-
ciativas de política pública, puede recu-
rrir a la convocatoria a diálogos sociales 
y políticos con el fi n de crear o ampliar 
el respaldo político en torno a ellas. Un 

Gráfi co 1.13

Clasifi cación de la concreción 
de las políticas prioritarias 
de la administración Chaves 
Robles. 2022-2025 

Fuente: Elaboración propia a partir de una revisión 
de medios de prensa.
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Cuadro 1.1

Convocatorias a diálogo social por período

Período Cantidad de convocatorias Promedio anual
2022-2024 3 1,0

2014-2021 31 3,9

2002-2013 15 1,3

1990-2001 7 0,6

Fuente: Elaboración propia a partir de la recopilación realizada por Jirón, 2025.
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este conflicto es el uso que el Ejecutivo 
ha dado a su poder del megáfono (PEN, 
2024)3. 

El uso de este poder no es, por supues-
to, una novedad en el país; lo que es 
diferente es la manera como el presidente 
Chaves lo ha empleado, como arma para 
atacar a los Poderes de la República, a 
los órganos de control y a sus jerarcas. 
La anterior edición afirmó que el poder 
informal del megáfono era un recurso 
in crescendo especialmente por parte del 
Ejecutivo. El recuento de los ataques del 
presidente Chaves a otros poderes a lo 
largo del último trienio (2022-2024) y 
parte del 2025, confirma esa intensifica-
ción (consúltese la metodología de este 
análisis en el capítulo 5). 

Al inicio del período presidencial, 
dichos ataques eran pocos y esporádicos, 
pero luego se incrementaron en cantidad 
e intensidad. Así, en el 2022 hubo 9 
ataques y en el 2023 aumentaron a 14; 
en el 2024 se registraron 91 y se lograron 
identificar 45 ataques en los primeros 
ocho meses del 2025. A esto se suma un 
hecho inédito: la organización o parti-
cipación del gabinete en movilizaciones 
sociales de protesta contra otros pode-
res de la República y sus jerarcas entre 
diciembre de 2022 y agosto 2025. 

Los ataques y hostilidad del Ejecutivo 
generaron una respuesta por parte de los 
Poderes e instituciones increpados. En 
este caso también pudo identificarse un 
comportamiento creciente con el paso 
del tiempo. Ante pocos ataques, hubo 
pocas respuestas, pero cuando los ata-
ques arrecian, los contraataques también 
se vuelven más frecuentes (gráfico 1.14). 

Un hecho político que ha tensado aún 
más las relaciones entre poderes de la 
República es la estrategia del Ejecutivo 
para crear, desde el gobierno, un movi-
miento político para competir en las 
elecciones nacionales del 2026, alineado 
al mandatario y con la aspiración de 
ser heredable. Estas acciones constituyen 
una práctica contraria a las costumbres 
prevalecientes en las últimas décadas. 
Al cierre de esta edición han creado un 
tenso enfrentamiento con el Tribunal 
Supremo de Elecciones (TSE) debido 
a las denuncias de beligerancia política 
que este órgano ha recibido contra el 

Ejecutivo, las prohibiciones que ha dis-
puesto sobre el uso de las plataformas 
de comunicación gubernamental y, más 
recientemente, su petición a la Asamblea 
Legislativa para levantar la inmunidad 
del presidente de la República.

La estrategia gubernamental se ha basa-
do en tres pilares. El primero fue crear 
una marca política propia. Para ello, la 
administración impulsó una reforma 
legal, conocida como Ley “Jaguar”, que 
reducía fuertemente las competencias fis-
calizadoras de la Contraloría General de 
la República (CGR) y convocaba a un 
referéndum ciudadano. La intensa pro-
moción de esta ley en las plataformas ofi-
ciales de comunicación permitió posicio-
narla como “marca” gubernamental, un 
símbolo de la lucha del presidente contra 
el statu quo que permitió reposicionar al 
gobierno ante la ciudadanía. 

El segundo pilar consistió en impulsar 
una oleada de salida de jerarcas guberna-
mentales para integrarse a las papeletas 
presidenciales y legislativas de un partido 
político de reciente creación que compe-
tirá en las próximas elecciones naciona-
les. Recuérdese que el presidente Chaves 

Robles y la bancada oficialista rompieron 
relaciones con el partido Progreso Social 
Democrático (PPSD), su vehículo elec-
toral en los comicios de 2022. Desde 
entonces iniciaron la búsqueda de un 
nuevo vehículo para competir y, even-
tualmente, lograr una continuidad de 
gobierno. La opción empleada fue impul-
sar la creación de un movimiento político 
“desde adentro” para luego encontrar la 
estructura legal de la nueva franquicia 
y transferir cuadros desde el gabinete 
al nuevo partido, mediante la renuncia 
y posterior anuncio como candidatos a 
puestos de elección popular. Estas accio-
nes constituyen un evento inédito en la 
política costarricense. 

La base de datos de rotación del gabi-
nete del PEN (1978-2025) permite saber 
cuántos jerarcas ministeriales han renun-
ciado a sus cargos por aspiraciones polí-
ticas para comparar la cantidad de movi-
mientos de este tipo a lo largo del tiempo. 
En las últimas doce administraciones, 
solo en dos de ellas no hubo salidas 
relacionadas con la participación en una 
futura competencia electoral (1994-1998 
y 2002-2006). No obstante, la actual 

Gráficos 1.14
Ataques del Poder Ejecutivo y respuestas de otros Poderes 
y órganos de control

Fuente: Elaboración propia a partir de una revisión de medios de prensa.
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administración destaca como el gobierno 
con más salidas de esta naturaleza. En 
total, nueve personas renunciaron en los 
plazos establecidos por el TSE para aspi-
rar los cargos de elección popular, casi el 
doble de la segunda administración con 
más salidas (cuadro 1.2). 

El tercer pilar de la estrategia electoral 
promovida desde el Ejecutivo ha sido 
arrebatar a otros partidos alcaldías muni-
cipales en procura de crear bases territo-
riales. Luego del fracaso de organizar un 
partido político que compitiera en las 
elecciones municipales de 2024 (PEN, 
2024), que le impidió crear bases territo-
riales y una dirigencia local afín, el oficia-
lismo parece haber optado por sumarlos a 
sus filas a liderazgos locales, anunciando 
estos “fichajes” en eventos públicos y en 
las plataformas comunicativas oficiales. 

Al cierre de edición de este Informe, 
15 alcaldías municipales han renuncia-
do a los partidos políticos por los que 
fueron electos; 4 de estas lo han comu-
nicado en actos de gobierno oficiales. 
La lista de alcaldías tránsfugas incluye a 
Buenos Aires, Bagaces, Atenas, Limón, 
San Ramón, Carrillo, Coto Brus, Acosta, 
Turrubares, Guácimo, Monteverde, 
Guatuso, Río Cuarto, Osa y Barva. En 
esta lista, la mayoría de los casos corres-
ponden a comunidades fuera del Área 
Metropolitana, zonas en las que el oficia-
lismo reúne mayor apoyo, con la excep-
ción de Atenas y Barva.

Los síntomas de erosión de la calidad 
democrática en Costa Rica han empe-
zado a ser captados en las evaluaciones 
internacionales sobre democracia. En 
todas las calificaciones internacionales 
Costa Rica es siempre evaluada muy favo-
rablemente, como una democracia liberal 
consolidada. Sin embargo, en los últimos 
años muestra disminuciones lentas pero 
sostenidas en su calificación democrá-
tica. En el Índice Multidimensional de 
Democracia del proyecto Variedades de 
Democracia (V-Dem), el país supera por 
poco el nivel mínimo para una democra-
cia plena, una valoración que comparten 
otras entidades. Desde el año 2021 según 
V-Dem se han experimentado leves dis-
minuciones. 

Por su parte, el Índice de Libertad 
de Prensa, elaborado por Reporteros sin 

Fronteras ha mostrado leves deterioros 
en años recientes. Entre el 2022 y el 
2023 su clasificación pasó de “buena” a 
“satisfactoria” (Reporteros sin Fronteras, 
2024). Según ese Informe, esto se debe 
a las constantes fricciones entre el Poder 
Ejecutivo y algunos medios de comuni-
cación. Finalmente, los ataques al Poder 
Judicial y a la Fiscalía General de la 
República por parte del Poder Ejecutivo 
y amenazas y atentados de grupos crimi-
nales organizados contra funcionarios e 
instalaciones judiciales han provocado 
las reacciones reiteradas de la Relatoría de 
Naciones Unidas para la independencia 
judicial (Satterthwaite, 2025). 

En perspectiva comparada, los ata-
ques del Ejecutivo a otros poderes de la 
República han sido vistos como parte 
de una tendencia regional de erosión 
de la democracia liberal. Una encuesta 
de expertos sobre las y los presidentes 
de América Latina de la Universidad de 
North Carolina Chapel Hill comparó 
en dos temas al mandatario costarricense 
con sus homólogos del continente. El 
primero es su respaldo a los principios del 
liberalismo político, el respeto a la sepa-
ración de poderes y al imperio de la ley; y 
el segundo, la implementación de “medi-
das de gobierno populistas” destinadas a 
ganar la simpatía de la población, aun a 
costa ser contrarias al Estado democráti-
co. Para una democracia, la combinación 
ideal de su máximo jerarca sería aquella 
en la que se den altos niveles de liberalis-
mo político y bajo populismo4. 

El actual presidente costarricense fue 
calificado con puntajes indicativos de un 
bajo nivel de apego a los principios del 
liberalismo político (6 puntos de 100) 
debido a sus ataques a los Poderes de 
la República y sus cuestionamientos al 
sistema de pesos y contrapesos. Obtuvo, 
también, altos puntajes de populismo 
(88 puntos de 100). El presidente Chaves 

Cuadro 1.2

Cantidad de salidas del gobierno por aspiraciones electorales, 
según año. 1981-2025

Fuente: Elaboración propia con datos de la base rotación del gabinete del PEN.

Año Funcionario Cantidad
1981 Rafael Ángel Calderón y Rodolfo Méndez 2

1985 Guillermo Sandoval 1

1989 Muni Figueres, Guillermo Constenla y Fernando Naranjo 3

1993 Rodolfo Méndez, Guillermo Madriz, Hernán Bravo y Gonzalo Fajardo 4

2001 Rodolfo Méndez, Víctor Morales y Gloria Valerín 3

2009 Laura Chinchilla, Guillermo Zúñiga, Viviana Martín, Francisco Morales, 
Carlos Ricardo Benavides

5

2013 Maureen Clarke 1

2017 Carlos Alvarado, Welmer Ramos y Marcelo Jenkins 3

2021 Hernán Solano 1

2025 Laura Fernández, Francisco Gamboa, Ana Katherina Müller, 
Mauricio Batalla, Stephan Brunner, Nogui Acosta, Martha 
Esquivel, Angela Mata y Cindy Quesada

9
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se ubica en el grupo de mandatarios con 
niveles bajos de liberalismo político y 
altos en medidas populistas (gráfico 
1.15).   

Decisiones gubernamentales 
debilitan herramientas y 
capacidades de gestión 
ambiental

Una cuarta amenaza que limita los 
efectos benéficos del repunte del 2024 
son las decisiones gubernamentales que 
continuaron debilitando herramientas y 
capacidades de gestión ambiental. Debe 
recordarse que la conservación ambiental 
es un elemento medular de la “marca 
país” y que Costa Rica es un líder inter-
nacional en esta materia, hecho que le ha 
permitido atraer importantes flujos de 
inversión privada, cooperación interna-
cional y turismo. 

La edición anterior del Informe efectuó 
un análisis a profundidad sobre el tema. 
Este Informe reporta que en 2024 y 
2025 continuó la seguidilla de decisio-
nes gubernamentales que debilitaron las 
herramientas y capacidades para una ges-
tión ambiental adecuada y sostenible, 
con claros efectos para la salud humana 
y la conservación ambiental. En términos 
generales, se observa que el país pasó 
de cierta inercia e incoherencia entre 
la narrativa oficial y la implementación 
de las políticas públicas, a la erosión del 
marco regulatorio ambiental y las capa-
cidades en ámbitos clave como la gestión 
de los espacios bajo conservación.

El alejamiento de Costa Rica de su 
histórica apuesta ambiental se está tradu-
ciendo en la reducción de regulaciones 
ambientales en temas estratégicos, sin 
una discusión clara, abierta y transpa-
rente sobre cómo enfrentar el reto de la 
sostenibilidad. Entre el 2024 e inicios 
del 2025 se observaron manifestaciones 
concretas en esta dirección, a saber: la 
reforma al Reglamento para la calidad 
del agua potable (decreto 45196-S), los  
cambios en las condiciones establecidas 
para el registro de plaguicidas y la amplia-
ción de los límites de visitantes y huéspe-
des en el Parque Nacional Corcovado. 
Esta última se suma a las modificaciones 
de los límites del Refugio Natural de 
Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo en 

2019 y el aumento en el número de perso-
nas visitantes al Parque Nacional Manuel 
Antonio en 2023 (ambas situaciones se 
estudiaron en el Informe anterior). 

También se observa una tendencia en 
el ámbito institucional a la centralización 
en la gobernanza de la conservación en 
torno a la cúpula política del Minae. 
En el 2022 se presentó el proyecto de 
Ley Fortalecimiento de Competencias 
del Ministerio de Ambiente y Energía 
(expediente n° 23213), el cual, en caso 
de ser aprobado, disminuiría el grado 
de desconcentración de máximo a míni-
mo del Sistema Nacional de Áreas de 
Conservación (Sinac). También se emitió 
en 2024 una directriz que establece que 
toda comunicación institucional hacia 
la Procuraduría General de la República 
y la Contraloría General de la República 
debe ser revisada y, en casos relevantes, 
firmada por la persona a cargo del minis-
terio (Tattenbach, 2023; Minae, 2023). 
Además, se reorganizó la estructura legal 
con la creación, a inicios del 2025, de la 
Dirección de Asesoría Jurídica del Minae. 

En ese período se documentó la exclu-
sión de representaciones de organiza-
ciones nacionales en espacios como 
la Comisión Técnica Nacional de 
Bioseguridad (decreto 44020-MAG) y, 
recientemente, el retiro de la acreditación 
a científicos de la Universidad de Costa 
Rica y organizaciones civiles en la Tercera 
Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre los Océanos (UNOC3) por parte 
del Gobierno de la República de Costa 
Rica (E: Picado, 2025; Izaguirre, 2025; 
Núñez, 2025).   

Para garantizar una gestión efectiva y 
sostenible de las extensas áreas de conser-
vación (AC) que Costa Rica tiene es fun-
damental contar con una amplia oferta 
de recursos institucionales, económicos y 
humanos. No obstante, los datos muestran 
que, por cuarto año consecutivo, el presu-
puesto global orientado al Sinac registró 
una disminución de un 40%  acumulado 
(Sinac-Minae, 2025). Las AC experimen-
taron reducciones que rondaron entre 
un 11,7%, en el caso del AC Guanacaste, 
y un 41,9% en el AC Marina Coco  

Gráfico 1.15
Relacióna/ de orientación política de las y los Presidentes  
de América Latina. 2025  

a/ La relación se construye con los índices de liberalismo político y populismo.
Fuente: Elaboración propia con datos de CHES-LA, 2025. 

0 100908070605040302010
Populismo

0

100

80

60

40

20

Lib
er

al
ism

o 
po

lít
ico

← Bajo   Alto →

↑ Alto, bajo ↓

Arévalo
(GUA)

Sheinbaum
(MEX)Boluarte

(PER)
Noboa (ECU)

Ortega (NIC)

Boric (CHI)

Petro (COL)

Milei (ARG)

Mulino (PAN)

Abinader
(RD)

Lula (BRA)

Bukele (SAL)
Maduro
(VEN)

Chaves (CRI)

Peña (PAR)

Castro
(HOND)

Orsi (URY)

Arce (BOL)



32  ESTADO DE LA NACIÓN RESUMEN 2025

(gráfi co 1.16). Cabe recordar que ésta 
última tutela la tercera parte de la super-
fi cie marina bajo protección en el país. 

Las capacidades humanas para ges-
tionar la conservación ambiental tam-
bién reportan una reducción sostenida 
desde el 2021. El personal asignado a la 
Secretaría General de Sinac, las ofi cinas 
subregionales y las áreas silvestres prote-
gidas es hoy más limitado que años atrás. 
En este último caso se pasó de 545 per-
sonas en ese año a 517 en el 2024 (Sinac-
Minae, 2025), en el marco de un fuerte 
aumento de más del 500% de la superfi cie 
bajo protección ambiental (PEN, 2023)5. 

Los cambios comentados tienen efec-
tos directos, medibles y diferenciados 
sobre las funciones estratégicas de ges-
tión, fi scalización, monitoreo y manejo 
sostenible de la biodiversidad. Uno de 
ellos es la disminución en la cantidad 
de horas dedicadas a actividades de con-
trol y protección en las áreas de con-
servación. Estas aumentaron durante la 
primera década del presente siglo, pero 
experimentan una tendencia a la baja 
desde entonces y en el 2024 se registró 
un mínimo histórico (gráfi co 1.17). El 
número de patrullajes de reconocimien-
to, el monitoreo de fauna y las inspec-
ciones fi guran entre las actividades más 
afectadas en el último año. 

País sigue atravesando por 
una época de retrocesos en su 
desarrollo humano 

El segundo mensaje pone en contexto 
los resultados del período 2024 y primera 
mitad 2025 en perspectiva de mediano 
plazo. Su énfasis es la valoración del 
grado en que estos resultados permi-
ten acercar al país al cumplimiento de 
las aspiraciones del desarrollo humano 
sostenible. 

En esta sección se pasa de examinar una 

Gráfi co 1.16

Tasa de variación en el presupuesto de las áreas 
de conservación. 2020-2024
(porcentaje)

Fuente: Elaboración propia con datos de Sinac-Minae, 2021 y 2025. 
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Gráfi co 1.17

Evolución de la cantidad de horas dedicadas a actividades de 
control y protección en áreas de conservación

Fuente: Elaboración propia con datos de Sinac-Minae. 
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imagen estática del momento actual -ya 
sea en su versión de “lente recortado” o 
en la del “lente ampliado”- al análisis de 
la secuencia histórica en la que el país está 
inserto. Este paso es indispensable para 
responder a la pregunta: ¿qué pesa más a 
la hora de entender el desempeño del país 
en desarrollo humano: el repunte econó-
mico y social del 2024, o su fragilidad y 
la acumulación de amenazas estratégicas?

Para responder esta interrogante, resul-
ta indispensable examinar las tendencias 
de desarrollo humano a lo largo de un 
período más amplio. La consideración 
del vector tiempo es central. Hay desarro-
llo humano sostenible cuando, a lo largo 
de un período, es posible documentar una 
continua ampliación de oportunidades, 
capacidades y libertades de la mayoría de 
sus habitantes, con un uso sostenible de 
los recursos vitales. Por el contrario, hay 
retrocesos cuando la tendencia principal 
es regresiva: no solo no hay progreso, 
sino que hay desmejoras en la mayoría de 
los indicadores y un debilitamiento de 
las capacidades y acciones del Estado y 
el gobierno orientadas hacia el progreso 
social y la sostenibilidad ambiental. Las 
fronteras entre estos dos estados no son, 
por supuesto, absolutas y una sociedad 
puede atravesar por períodos de estan-
camiento o de relativo equilibrio entre 
avances y regresiones. 

El Informe anterior señaló que el país 
transita por una época nueva e incierta 
que se caracteriza por el agrietamiento 
de su contrato social, propiciado por 
una persistente omisión, y hasta cues-
tionamientos, en el cumplimiento, por 
parte de los Gobiernos y del Estado, de 
los mandatos y obligaciones codificados 
en la Constitución Política y las leyes. 
Agregó que el problema actual no es, 
como hace una década, que el país pro-
grese lento, sino que registra retrocesos 
palpables en su desarrollo humano y en 
la democracia. 

La nueva evidencia que aporta este 
Informe demuestra que la persistencia 
de esos problemas, junto con otros más 
recientes, como la incertidumbre interna-
cional, extendió un año más el abandono 
en el cumplimiento del contrato social, 
esa promesa fundamental de desarrollo 
humano sostenible para la ciudadanía 

(sobre la definición de contrato social, 
consúltese las ediciones 2023 y 2024 
del Informe). Pese al repunte del 2024, 
Costa Rica continúa por una época de 
retrocesos en su desarrollo humano sos-
tenible. Su sociedad experimenta un agra-
vamiento de problemas estructurales, en 
el que convergen cuestiones de fondo 
sin resolver en los ámbitos económico, 
social, ambiental y político, con decisio-
nes recientes. Quizá el rasgo más nove-
doso y, a la vez, peligroso, son los ataques 
políticos directos por la vía del poder del 
megáfono a las instituciones de control, 
a la división de poderes y al sistema de 
bienestar social con el objetivo de debili-
tarlos, un hecho excepcional en la histo-
ria moderna del país. 

Se agravan nuevas y viejas 
amenazas para la sostenibilidad 
ambiental

El primer retroceso de mediano plazo 
en el desarrollo humano del país es el 
persistente deterioro de la sostenibili-
dad ambiental de la sociedad costarri-
cense. Este deterioro se origina en la 
manera como se usan bienes naturales 
como la energía, el agua y el suelo, vitales 
para proveer servicios a la población e 
impulsar el desarrollo. Costa Rica los ha 
empleado de forma intensiva para este 
fin, pero su aprovechamiento ha sido 
ambientalmente insostenible. 

En la actualidad el uso energético es 
ciertamente más eficiente ‒en términos 
tecnológicos‒ que décadas atrás. Sin 
embargo, está sustentado mayoritaria-
mente en un creciente consumo de com-
bustibles fósiles y un incremento en las 
emisiones contaminantes asociadas. En 
el caso del agua se han agravado los pro-
blemas de disponibilidad que derivan de 
la contaminación o el cambio climático 
y, además, no se ha logrado reducir de 
manera significativa las desigualdades en 
acceso y calidad del servicio. Además del 
impacto ambiental, estos patrones com-
prometen cada vez más el acceso soste-
nido, seguro y equitativo de la población 
a servicios esenciales y genera pérdidas 
para la economía. Costa Rica requie-
re moverse hacia un modelo de gestión 
de los recursos naturales más sostenible, 
justo y eficiente. 

Mayor uso insostenible 
de recursos vitales

En 2024 se alcanzó un récord en el 
uso de energía secundaria, que pasó de 
106.189 terajulios en 2005 a 170.297 en 
2024, un crecimiento del 60,4% (gráfico 
1.18a). Este incremento responde fun-
damentalmente al mayor consumo de 
hidrocarburos (gráfico 1.18b). El trans-
porte sigue siendo el principal consu-
midor de energía secundaria: 61,1% del 
total (Bazán, 2025). Una consecuencia 
de esta situación es el elevado monto de 
la factura petrolera, pues la mayor parte 
de los medios de transporte son de com-
bustión fósil. En el 2024, el país adquirió 
25,5 millones de barriles de hidrocarbu-
ros por un monto de 2.306 millones de 
dólares (Recope, 2025), equivalentes a 
un 2,4% del PIB de ese año.

La combustión de derivados de petró-
leo provoca un sostenido aumento de las 
emisiones de gases efecto invernadero. En 
2024 se contabilizaron 9.635 gigatonela-
das de dióxido de carbono equivalentes 
(Gg de CO2e), un 20,8% y un 5,4% 
más que en 2016 y 2023, respectivamen-
te. El sector transporte fue responsable 
del 77,5% de las emisiones de ese año, 
aunque se reporta un incremento en la 
participación del sector eléctrico, por el 
empleo de combustibles para la genera-
ción de electricidad.  

En los últimos tres años ocurrió un 
evento que profundiza la insostenibili-
dad ambiental de la matriz energética del 
país: el colapso del sistema de transporte 
público, un hecho que tiene, además, con-
secuencias muy negativas para la produc-
ción nacional y la calidad de vida de las 
personas. De acuerdo con la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos 
(Aresep), la cantidad de operadores de 
autobús pasó de 240 en octubre del 2018, 
a 182 a mayo del 2025, una reducción 
de 24,2% (gráficos 1.19a). En el mismo 
lapso se reporta la baja de un 42,2% en el 
número de personas pasajeras moviliza-
das (gráficos 1.19b). Entre las rutas más 
afectadas están San José-Pavas-Lomas del 
Río, San José-Guadalupe de Goicoechea 
y ramales, San José-La Aurora y ramales, 
San José-Moravia y ramales, San José-
Desamparados-Aserrí y ramales.

Mientras el transporte público cae 
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dramáticamente, el parque automotor 
aumenta aceleradamente, específicamen-
te de vehículos particulares y motocicle-
tas. Se estima que para el 2024 existían 
alrededor de 1.222.628 unidades particu-
lares y 631.431 motocicletas; es decir, 2,3 
y 5,6 veces más que las reportadas para 
el 2004, respectivamente (Bazán, 2025). 

El agua es un segundo recurso vital 
para el país. El capítulo 4 de este Informe 
efectúa un estudio a profundidad de las 
tendencias y desafíos de la gestión del 
recurso hídrico. Constata que en los últi-
mos años, la gestión del agua en Costa 
Rica ha estado marcada por tensiones cre-
cientes entre la disponibilidad, la deman-
da y la calidad del recurso. Esta problemá-
tica se agudiza por los efectos del cambio 
climático, que amplifica la variabilidad en 
la disponibilidad hídrica, incrementa la 
frecuencia e intensidad de eventos extre-
mos y genera mayores presiones sobre 
fuentes de agua ya vulnerables. 

Según el Registro Nacional de 
Concesiones de la Dirección de Agua 

Gráfico 1.18

Indicadores de energía y emisiones 

Fuente: Elaboración propia con datos de Sepse-Minae, 2022 y Bazán, 2025.
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Gráfico 1.19

Cantidad de operadores que brindan el servicio de autobús 
y personas pasajeras movilizadasa/

a/ Los datos pueden estar afectados por limitaciones o vacíos en los reportes presentados por los entes 
operadores a la Aresep, así como por cambios en el estatus de estos al momento de realizar el registro. 
Fuente: Bazán, 2025; con datos de Aresep, 2025. 

b) Personas pasajeras movilizadas
     (en millones)
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del Ministerio de Ambiente y Energía 
(Minae) el volumen total de agua extraí-
da en 2024 fue de 34.019 hectómetros 
cúbicos (hm³). De ese total, el 90,1% se 
destinó a usos no consuntivos, princi-
palmente para generación hidroeléctri-
ca, y el 9,9% restante a usos consunti-
vos (Dirección de Agua-Minae, 2025), 
una distribución similar a la reporta-
da en años previos. La extracción de 
agua se concentra en pocas cuencas, a 
saber: Grande de Tárcoles, San Carlos, 
Bebedero, Tempisque, Reventazón, 
Grande de Térraba, Parrita y Abangares, 
en conjunto de estas fuentes se extrajo 
el 84,2% del volumen total en 2024. En 
segundo lugar, cuencas como Grande 
de Tárcoles, San Carlos y Tempisque, 
registran aumentos significativos en la 
extracción de agua en comparación con 
lo reportado para 2020.

Ello sugiere una intensificación de 
la demanda, posiblemente relacionada 
con procesos de urbanización, expan-
sión agrícola o presión industrial en estas 
localidades. Estos patrones deben con-
siderarse al evaluar la sostenibilidad del 
abastecimiento, el impacto ambiental de 
las extracciones y la necesidad de fortale-
cer los controles en zonas vulnerables o 
con alta densidad de concesiones (Vargas, 
2025).

La mayor presión sobre las cuencas 
debido a la creciente extracción de agua 
ha estado acompañado por mayores inte-
rrupciones en el servicio de agua potable 
(gráfico 1.20). En el 2024, se contabili-
zaron 6.973 en sistemas de acueductos 
fuera de la GAM, un 11,1% más que el 
año anterior, la mayoría en las regiones 
Brunca y Pacífico Central. Las suspensio-
nes, programadas o no, tienen un impac-
to significativo, especialmente en sectores 
con alta densidad poblacional, condicio-
nes topográficas complejas o infraestruc-
tura deteriorada o limitada.  

Aumenta fragilidad del país 
frente a escenarios de cambio 
climático 

Un análisis desarrollado para el Informe 
Estado de la Región 2025, encontró 
que Costa Rica enfrenta un proceso de  
cambios notables en indicadores clave 
como precipitación, temperatura y ari-
dez debido a la crisis climática global. 
Se prevé que el 83% de municipios que 
entre 2020 y 2030 calificaron como muy 
húmedos, se reducirá a un 48% hacia 
2079–2099. 

En cambio, los territorios húmedos 
subirán del 17% al 35% en el mismo lapso. 
Un 6% de los cantones pasarán por prime-
ra vez al nivel seco subhúmedo y un 5% 
a semiárido. Esto implica una reducción 
notable en la humedad relativa del suelo 
en varias regiones del territorio nacional. 
Bajo este escenario, la situación se agrava-
ría de forma considerable, con condicio-
nes áridas proyectadas como permanentes, 
en municipios como Liberia, Bagaces y 
Carrillo en Guanacaste (mapa 1.2), con 
afectaciones severas sobre la seguridad ali-
mentaria y nutricional, la sostenibilidad de 
la economía rural, la actividad turística (de 
gran peso en la zona) y la integridad de los 
ecosistemas.

La atención de los efectos por los cam-
bios severos en las condiciones climá-
ticas que enfrenta actualmente el país, 
y que se intensificarán en el futuro, no 
solo demandan una acción articulada e 
informada. También requieren de una 
asignación sostenida y suficiente de 
recursos, económicos, para garantizar su 
efectiva aplicación. En este ámbito, la 
acción del país es limitada. En el 2022, 
el Marco de Evaluación de la Gestión 
de las Finanzas Públicas para el Cambio 
Climático (PEFA Clima) desarrolló un 
estudio piloto en donde se determinó 
que en Costa Rica los instrumentos de 
planificación climática y los mecanismos 
presupuestarios nacionales están desco-
nectados. Aunque se dispone de mar-
cos estratégicos robustos y actualizados 
‒como la Contribución Nacionalmente 
Determinada 2020, el Plan Nacional de 
Descarbonización 2018-2050 y el Plan 
Nacional de Adaptación 2022-2026‒, 
estos no se reflejan de forma sistemá-
tica ni estructurada en la asignación y 
ejecución presupuestaria (Ministerio de 
Hacienda y Minae, 2022).

Debilidad en gestión territorial 
atiza resistencias sociales a la 
conservación

Uno de los ámbitos que con mayor 
intensidad expresa la tensión entre la pro-
tección ambiental y las actividades moti-
vadas por intereses económicos es la ges-
tión territorial. En esta edición del Informe 
se exploran a profundidad dos ejem-
plos asociados con esta confrontación. 
El primero estudia las tensiones que se 
derivan de la intersección entre propie-
dad de la tierra y protección ambiental, 
con un análisis desde los actores loca-
les en el caso del Refugio Nacional de 
Vida Silvestre Gandoca-Manzanillo. Este 
refugio se creó en 1985 con la inten-
ción de proteger ecosistemas estratégicos, 
sin expulsar a las poblaciones locales, a 
diferencia de lo ocurrido en otras como 
Cahuita, con la creación de un parque 
nacional. La figura de refugio mixto reco-
nocía la coexistencia de propiedad públi-
ca y privada. Sin embargo, su evolución 
ha estado marcada por una inestabili-
dad jurídica importante, que, si bien ha 
tendido a mejorar las regulaciones, ha 

Gráfico 1.20

Interrupciones en el servicio 
de agua potable de sistemas 
periféricos, por región 

Fuente: Elaboración propia con datos del AyA, 
varios años.
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causado vacíos momentáneos o cambios 
relevantes que, en la percepción de los 
actores, explican por qué pueden ocurrir 
los daños ambientales. 

En el mapa 1.3 se observan los tipos de 
bosque y las propiedades privadas dentro 
de los límites del refugio. De acuerdo con 
las estimaciones de Alfaro (2025), apro-
ximadamente el 26% del bosque maduro, 
el 39,5% del secundario y cerca del 37,9% 
de los humedales del refugio se encuen-
tran dentro de propiedades privadas, una 
situación que por la modalidad del área 
silvestre protegida cabe recordar que es 
legal. 

El diseño mixto del refugio permi-
te, además, actividades productivas y de 
vivienda bajo ciertas regulaciones. Sin 
embargo, se han generado tensiones cre-

Mapa 1.2

Proyección del comportamiento de la aridez, por cantón. 
2079-2099

Fuente: PEN, 2025; con datos de ICAP, 2025. 

cientes en la práctica. Los confl ictos más 
notorios en los últimos años se vincu-
lan precisamente a terrenos privados con 
cobertura de bosque o humedales, donde 
la normativa ambiental impone restric-
ciones de conservación que no siempre se 
aplican con efi cacia, y se registran daños 
denunciados por distintos actores. 

Una segunda manifestación concreta 
de la débil gestión territorial son las diná-
micas de ocupación humana en las zonas 
costeras. En los últimos años ha cobrado 
relevancia en el país el debate en torno al 
crecimiento del desarrollo inmobiliario, 
orientado al turismo residencial, el cual 
genera preocupación por sus potenciales 
efectos de “gentrifi cación”. Este proceso 
ocurre en un escenario marcado por un 
defi ciente y fragmentado ordenamiento 

territorial, una limitada capacidad del 
Estado para planifi car, regular e interve-
nir de manera efectiva, y la posible resis-
tencia de intereses económicos a aceptar 
regulaciones que restringen su margen 
de acción. Como resultado se producen 
tensiones y confl ictos que trascienden lo 
urbanístico y tienen implicaciones socia-
les, económicas y ambientales; es decir, 
en el desarrollo humano sostenible.

Problemas estructurales limitan 
cada vez más potencial de 
crecimiento económico

Un segundo retroceso de mediano 
plazo en el desarrollo humano del país 
son los fuertes o cada vez más intensos 
límites que problemas no resueltos impo-
nen al crecimiento económico. Algunos 
de estos problemas son de larga data que 
no solo no se han logrado solucionar sino 
que, en ciertos casos, las limitaciones 
que imponen son hoy más amplios que 
años atrás. Entre estos destacan la inefi -
ciencia en la inversión en infraestructura 
básica, que provoca fuertes rezagos en su 
calidad, y los escasos encadenamientos 
entre la producción, la productividad y el 
empleo. Otros pueden ser más recientes, 
pero, por su naturaleza y evolución, se 
han convertido en un grave problema 
sin solución aparente en el corto plazo. 
La epidemia de violencia homicida es un 
caso emblemático. 

El crecimiento económico es en princi-
pio un factor que benefi cia el desarrollo 
humano. Sin embargo, que en efecto lo 
haga y que se traduzca en una mejora 
generalizada de las condiciones de vida 
y trabajo de la mayoría de la población 
depende de factores que van más allá 
del aumento de la producción. Dos fac-
tores intervienen en esta relación: por 
una parte, las condiciones habilitantes 
que una sociedad ofrece para que su 

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE

GESTIÓN DEL TERRITORIO
véase el Capítulo 4 de este Informe en
www.estadonacion.or.cr 
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economía pueda crecer rápidamente; por 
otra, la naturaleza misma del crecimiento 
económico. El primer factor amplía (o 
limita) el potencial de crecimiento. Entre 
las condiciones habilitantes se encuentra 
la infraestructura, la calidad de la fuer-
za de trabajo y la seguridad ciudadana, 
elemento fundamental para el clima de 
negocios. El segundo factor amplía (o 
limita) su capacidad para traducirse en 
progreso social. En este ámbito destaca la 
manera de relacionarse la producción, la 
productividad y el empleo.

Este acápite se enfoca en tres problemas 
que limitan el potencial de crecimiento 
o sus efectos benéficos. El primero es la 
creciente desconexión entre crecimiento, 
productividad y empleo, que reduce su 
capacidad para generar un progreso social 
más amplio. Los otros dos pueden ser 
entendidos como fallas graves en las con-
diciones habilitadoras, cuya persistencia 
o intensificación lastran el potencial de 
crecimiento. Se trata de la inversión en 
infraestructura de transportes y los efec-
tos de la inseguridad sobre la producción.

Se amplía desconexión entre 
crecimiento económico, 
productividad y empleo 

Uno de los rezagos señalados en 
muchas ediciones del Informe es el  
desacople entre el crecimiento económi-
co y el empleo. Esto arroja como resul-
tado que, mientras el nivel de empleo de 
la economía cierra el segundo trimestre 
del 2025 con un nivel inferior al año 
prepandemia, la producción experimentó 
un crecimiento del 22,9% en este mismo 
periodo (gráfico 1.21). Desde el cuarto 
trimestre del 2020, el empleo ha mos-
trado un dinamismo significativamente 
inferior al de la producción y la brecha 
en su crecimiento se ha ensanchado en el 
último quinquenio.

El desacople entre el empleo y su pro-
ductividad en relación con el aumento 
en los salarios es un segundo factor que 
impide traducir el dinamismo económico 
en desarrollo humano. Monge-González 
et al. (2024) y Martínez y Monge-
González (2025) efectuaron un estudio 
a profundidad sobre la evolución de la 
productividad y los salarios. En princi-
pio mejoras en productividad debieran 

Mapa 1.3

Bosques y propiedad privada en el Refugio Nacional de Vida 
Silvestre Gandoca-Manzanillo

Fuente: Alfaro, 2025; con datos del Sinac y del Registro Inmobiliario.

Gráfico 1.21

Índice del PIB y del empleo, por trimestre
(variación interanual, base 2019 = 100)

Fuente: Meneses y Segura, 2025, con datos de la ECE del INEC y BCCR.  
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Gráficos 1.23

Tasa de participación laboral, según sexo y edad. 
Promedio 2021-2024

Fuente: Meneses et al., 2025 con datos de la ECE del INEC. 
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a) Por sexo b) Por edad

Gráfico 1.22

Índice de la productividad laboral, de la mediana de los salarios 
reales y del empleo formal 
(base 2006 = 100)

Fuente: Martínez y Monge-González , 2025, con datos del BCCR.
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trasladarse en mejores ingresos labora-
les. La investigación realizó para el caso 
de empresas inscritas formalmente en el 
país en el periodo 2006-2022, a partir 
del Repositorio de Variables Económicas 
(Revec) del BCCR (gráfico 1.22). 

El país contaba con 47% más empleos 
formales en el 2022 que el 2006, con un 
ritmo de crecimiento sostenido en todo 
el periodo, con excepción del 2020, el 
año de mayor impacto de la pandemia.  
La productividad laboral real mostró un 
patrón de crecimiento similar sólo que 
con menor ritmo. En cambio los salarios 
reales han tenido una dinámica más volá-
til y menos acelerada, con un crecimiento 
de apenas un 13% en el periodo 2006-
2022. En síntesis, más productividad no 
se ha traducido en aumentos equivalentes 
en las remuneraciones.

A la baja capacidad de la economía 
costarricense para generar empleo debe 
la persistencia de graves problemas en 
el mercado laboral. Entre estos destacan 
el alto grado de informalidad. A pesar 
de que su participación disminuye con 
respecto al promedio de mediano plazo 
(2010-2019) y está por debajo del pro-
medio latinoamericano, aún se encuentra 
muy lejos de las cifras que muestran los 
países de la OCDE. El trabajo informal es 
más volátil y sus niveles de remuneración 
son menores que los del empleo formal.

Visto con una perspectiva temporal 
más amplia, esta volatilidad contrasta con 
la trayectoria inercial del empleo formal, 
la variable que sería deseable experimenta-
ra un fuerte dinamismo. Como resultado, 
la estructura del mercado laboral costarri-
cense no se modificó en el mediano plazo 
y en la actualidad, la informalidad sigue 
afectando a amplios contingentes de la 
fuerza laboral, un 38% de las personas 
ocupadas, aproximadamente. Amplios 
segmentos de la población transitan entre 
el acceso a empleos precarios y la exclusión 
del mercado laboral, en especial mujeres 
y jóvenes. Estos grupos tienen tasas de 
participación muy inferiores a los hombres 
y a las personas de mayor edad (gráficos 
1.23a y 1.23b). La tendencia reciente de 
las personas cercanas a la edad de retirarse 
(hombres mayores de 55 años, principal-
mente) ha llevado a los niveles mínimos 
de participación laboral del presente siglo. 

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE

MERCADO LABORAL
véase el Capítulo 2 de este Informe en  
www.estadonacion.or.cr 

Ediciones anteriores de este Informe 
han identificado las barreras laborales que 
enfrentan las mujeres costarricenses para 
insertarse, acceder a un empleo formal y 
recibir una remuneración equitativa con 
los hombres en puestos de igual valor. 
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Esta edición demuestra que las mujeres 
con hijos o hijas están en mayor desven-
taja comparadas con los hombres y con el 
resto de las mujeres (gráfico 1.24a). Las 
madres registran menores tasas de parti-
cipación laboral, más empleo informal y 
más brecha salarial. 

Además, entre mayor sea la cantidad de 
hijos o hijas, menor es la probabilidad de 
participar en el mercado laboral (gráfico 
1.24b). Esa menor probabilidad se acen-
túa cuando son menores de cinco años, 
incluso para las madres de alto logro edu-
cativo. Esto se relaciona con las mayores 
responsabilidades que les implica el cuido 
y las otras tareas domésticas, pues para 
muchas de ellas el costo de oportunidad 
de pagar esos servicios a terceras personas 
puede ser más costoso que la remunera-
ción que obtendrían, y esto las desmotiva 
a buscar un trabajo fuera del hogar.

Rezagos en inversión en 
infraestructura de transportes 
limitan potencial de crecimiento 

Un factor que limita fuertemente el 
potencial del crecimiento económico 
del país es la insuficiente inversión en 
infraestructura, particularmente la de 
transportes pues mina la competitividad 
y productividad del país. La inversión en 
infraestructura pública es un importante 
motor de crecimiento y una herramienta 
de estímulo de la política fiscal. 

Este Informe ha señalado que después 
de la crisis económica del 2009, el rápido 
aumento de la deuda pública y el déficit 
fiscal ha generado un estrujamiento en 
la inversión pública. Adicionalmente, la 
reducción en este tipo de gasto se ha 
acompañado de un mayor uso del endeu-
damiento como fuente de financiamiento 
(PEN, 2024).

Este edición profundiza en el análisis 
del rezago en inversión en infraestructura 
de transportes a partir del estudio de 

Gráficos 1.24

Indicadores laborales según condición de maternidad. 2024

a/ La probabilidad se estima con modelos econométricos que incorporan variables sociodemográficas y 
laborales.
Fuente: Meneses et al., 2025 con datos de la ECE del INEC.
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PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE

BRECHAS POR MATERNIDAD
véase el Capítulo 2 de este Informe en  
www.estadonacion.or.cr Madrigal y González (2025), quienes 

sistematizan los costos económicos que 
tiene el país debido al rezago en inversión 
en este tipo de infraestructura. Una sín-
tesis de los estudios realizados en el país 
recientemente muestra que los costos 
estimados únicamente por concepto de 
ingresos perdidos por parte de las empre-
sas en el 2024, ascienden a 1,58% del PIB 
(Rentschler et al., 2019). Si se considera 
solo la GAM, equivalen a más del 4% del 
PIB del año respectivo, según la meto-
dología utilizada por AC&A Global y 
Gensler (2017) y Sánchez (2019).

La deficiente gestión de proyectos 
clave para el país ha significado prolon-
gados atrasos que se traducen en sobre-
costos que llegan a ser hasta del 65% 
del costo originalmente presupuestado y, 
aun así, los proyectos presentan deficien-
cias estructurales significativas (gráfico 
1.25). Esta cifra se obtuvo del análisis 
de los siguientes proyectos recientes: los 
pasos a desnivel y ampliación de la Ruta 
Nacional 39 (Circunvalación), la inter-
vención en las intersecciones de Taras y 
La Lima en Cartago y la ampliación de la 
Ruta Nacional 32 hacia Limón. La suma 

del costo adicional en que se incurre por 
atrasos en estos tres proyectos asciende a 
0,32% del PIB en 2024. 

A nivel internacional, los sobrecostos 
en proyectos de infraestructura vial pre-
sentan una variabilidad significativa. De 
acuerdo con la base de datos ROCKS 
(Road Costs Knowledge System), una 
memoria institucional que recopila infor-
mación histórica sobre los costos unita-
rios de obras viales por kilómetro o por 
metro cuadrado, los resultados varían 
considerablemente entre regiones (Banco 
Mundial, 2024). En Europa y Asia 
Central, los proyectos muestran incluso 
ahorros promedio del -2,5%, mientras 
que en Asia Oriental y el Pacífico los 
incrementos son más moderados, con un 
promedio de 5,88%. En contraste, Asia 
del Sur reporta un promedio de sobrecos-
to de 44,44%, América Latina y el Caribe 
del 78,57% y África Subsahariana alcanza 
el 100%.

La infraestructura de puentes en la red 
vial nacional también muestra grandes 
deficiencias. Son obras fundamentales 
para garantizar la conectividad territo-
rial, la resiliencia ante eventos climáticos 
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extremos y la seguridad de las personas 
usuarias. Sin embargo, los puentes en 
rutas nacionales enfrentan un serio dete-
rioro, producto de años de desinversión 
en mantenimiento básico y reparaciones 
urgentes. Esta situación ha comenzado a 
generar consecuencias tangibles. Según 
un informe técnico de Lanamme-UCR 
(Rodríguez et al., 2025), el 70% de los 
puentes se encuentra en estado “alarman-
te”, “falla inminente” o “deficiente”, lo que 
evidencia un deterioro progresivo y la 
urgencia de intervenciones, que represen-
ta un riesgo latente para la continuidad 
del tránsito y la seguridad vial. 

La magnitud del impacto económi-
co que puede generar el cierre de un 
puente puede ilustrarse con el caso del 
puente sobre el río Tempisque. Según 
un informe técnico del LanammeUCR 
(Oviedo et al., 2024), un cierre parcial 
de un puente implicaría un costo para 
las personas usuarias equivalente a 1,38 
veces el valor de reposición. No obstante, 
si se llegara a un cierre total, ese costo 

Epidemia de inseguridad genera 
altos costos económicos y 
humanos

El crimen genera costos que pueden ser 
monetizados, por ejemplo, los asociados 
a la aprehensión y el proceso legal para 
juzgar a la persona que comete el delito; 
y, por tanto, se consideran costos direc-
tos. También se asocia con pérdidas de 
bienestar en la sociedad, como la reduc-
ción en los niveles de productividad y 
empleo; estos no son directamente cuan-
tificables, pero se pueden aproximar y se 
conocen como costos indirectos. Hay un 
tercer grupo de costos cuya medición es 
aún más retadora, como la reducción de 
la movilidad de las personas por temor 
o su percepción de inseguridad; estos se 
denominan costos intangibles (Soares, 
2010).

Según el Organismo de Investigación 
Judicial (OIJ), Costa Rica registró 906 
homicidios en 2023, la cifra más alta de 
su historia. En 2024 se contabilizaron 
872 homicidios y, de acuerdo con las 
proyecciones del OIJ, en 2025 podrían 
alcanzarse nuevamente los 900 homi-
cidios. El país tiene la séptima tasa de 
homicidios más alta de América Latina 
y la segunda en Centroamérica, con 16,6 
homicidios por cada 100.000 habitantes 
en 2024, lo que, según la clasificación 
de la Organización Mundial de la Salud, 
representa una epidemia de homicidios 
(Digepaz, 2014). 

El Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) y otros socios en América Latina y 
el Caribe han venido realizando esfuerzos 
para contabilizar el costo de la criminali-
dad (Pérez-Vicent et al., 2024). Los auto-
res encontraron que el costo en la región 
en el 2022 fue de 3,4% del PIB. El estu-
dio muestra que el costo promedio para 
el caso costarricense asciende al 3% del 
PIB en 2022, con 45% del total concen-
trado en costos privados. Estimaciones 
de la CGR calculan un costo de capi-
tal humano asociado con los homicidios 
del periodo 2018-2023 que asciende a 
542 mil millones de colones (0,2% del 
PIB por año), los cuales son equivalen-
tes al 94% del Fondo Especial para la 
Educación Superior (CGR, 2025). 

Gran parte de la economía del país está 
expuesta a elevados niveles de violencia 

se dispararía hasta 15,78 veces, lo que 
evidencia el enorme impacto económico 
que puede tener la interrupción total del 
paso sobre esta infraestructura. El análisis 
desarrollado por Lanamme UCR (Solera 
et al., 2025) permite estimar los costos 
operativos por tipo de vehículo y el tiem-
po adicional de traslado, lo que evidencia 
que, en muchos casos, los costos indirec-
tos pueden superar ampliamente el costo 
directo de la intervención.

Gráfico 1.25

Proyectos clave de infraestructura por meses de atraso 
y sobrecosto como porcentaje del presupuesto inicial, 
según su estado de deficiencia estructurala/ y el costo finalb/

a/ La burbuja más oscura corresponde a un estado de deficiencias graves, la más clara a deficiencias 
importantes.
b/ El tamaño de la burbuja representa el costo final: 71 millones de dólares para Taras-La Lima, 657 para 
la ampliación de la Ruta 32 y 2.335 para Circunvalación Norte.
Fuente: Madrigal y González, 2025 con datos del Lanamme.
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homicida. En el bienio 2023-2024, 16 
cantones que se situaron en niveles altos 
(tasas superiores a 20) concentran apro-
ximadamente el 26% del PIB. Mientras 
que 38 cantones se encuentran en niveles 
altos y medios (ambas tasas epidémicas) 
y representan el 62% de la producción.

En esta edición se estudió la relación 
entre la criminalidad y el desempeño 
económico de los cantones, mediante un 
análisis econométrico con datos men-
suales del período 2017-2024. La activi-
dad económica se aproxima mediante el 
consumo eléctrico, que es una práctica 
común en la literatura y es desagregada en 
consumo industrial y comercial. Mientras 
que la criminalidad se aproxima median-
te la tasa de homicidios por cada 100.000 
habitantes. Como medidas alternativas, 
se consideraron los delitos contra la pro-
piedad y contra las personas (no letales). 

Los resultados indican que, indistinta-
mente del delito analizado, la actividad 
económica cantonal se asocia negativa-
mente con sus niveles de criminalidad. 
Un posible mecanismo que conduce a 
esta relación inversa, según la literatura, 
es que la criminalidad, en especial los 
delitos violentos, inhibe la inversión en 
negocios cuyo capital inicial es más alto y 
cuyos periodos de recuperación son más 
prolongados. Esto plantea la presencia 
de un potencial círculo vicioso: la cri-
minalidad se instaura en territorios con 
menores oportunidades para la pobla-
ción, lo que a su vez inhibe la actividad 
económica y deja en una condición aún 
más desfavorecida a los territorios, refor-
zando su posición como un blanco para 
el crimen organizado.

Estabilidad fiscal continúa a 
costa del financiamiento del 
desarrollo humano

Un tercer retroceso de mediano plazo 
en el desarrollo humano del país es la 

caída de la inversión social pública. 
Desde hace varios años, el Informe ha 
venido señalando que la desatención de la 
inversión social, sumada a la reducción en 
su gasto de capital, acarrea consecuencias 
negativas para el crecimiento y desarrollo 
humano del país. Esta inversión es clave 
para financiar la educación, la salud y la 
protección social. El llamado de atención 
ha sido más vehemente a lo largo de la 
presente década, pues la inversión social 
ha crecido menos que proporcionalmen-
te en relación con el gasto total y la pro-
ducción nacional.

El repunte de la inversión social en 
2024 no alcanzó para revertir su pérdida 
de prioridad económica y política. A par-
tir de 2020, la inversión social se reduce 
significativamente, con crecimientos muy 
por debajo del de la producción nacional 
(gráfico 1.26a). A su vez, el crecimiento 
del gasto social se ha venido ubicando 
por debajo del crecimiento del gasto total 
en una proporción que apenas alcanza la 
mitad del crecimiento del gasto total en 
el último trienio (gráfico 1.26b). 

A pesar de que para mantener finanzas 
públicas saludables no todos los rubros 
de gasto deberían crecer con la economía, 
los rubros que se están afectando son de 
carácter social, lo que posteriormente 
puede tener repercusiones sobre el propio 
crecimiento y recaudación fiscal.

La descomposición de las principales 
variables asociadas al balance fiscal uti-
lizando las proyecciones del Ministerio 
de Hacienda (MH) en el Marco Fiscal 
Presupuestario de Mediano Plazo 2025-
2030 muestra que la dinámica en los 
ingresos y gastos se mantendrá en los 
siguientes años (gráfico 1.27). El aporte 
al mejoramiento de las finanzas públi-
cas será menor cuando se compara con 
los años anteriores. Asimismo, el mayor 
incremento de los gastos empeorará el 
balance fiscal, a pesar de que el MH 
prevé un menor pago de intereses como 
porcentaje del PIB en los siguientes años. 
En general, se observa que el aporte de 
la política fiscal al balance primario en el 
2025-2030 será significativamente menor 
al realizado en el periodo 2021-2024.  

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE

COSTOS DE LA CRIMINALIDAD
véase el Capítulo 3 de este Informe en  
www.estadonacion.or.cr 

Gráfico 1.26

Evolución de la inversión social pública según prioridad

Fuente: Trejos, 2025, con datos de STAP, BCCR, CGR, INEC, Ministerio de Hacienda y las instituciones 
sociales.
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A pesar de que se ha logrado bajar la 
deuda pública como porcentaje del PIB 
de 67,7% en 2021 a 59,8% en 2024, al 
descomponer los factores que explican 
este comportamiento, se puede observar 
que factores como el crecimiento de la 
economía y la evolución del tipo de cam-
bio explican gran parte de la reducción, 
más que la mejora en el balance primario 
(gráfico 1.28b). Si bien la tendencia de 
la deuda es hacia la baja, existen factores 
que podrían dificultar que siga disminu-
yendo a los ritmos previstos, dado que la 
dinámica es afectada por diversas varia-
bles que tienen alta incertidumbre. 

Alta y creciente dependencia de 
Estados Unidos pone en riesgo 
motor de la economía

Este Informe ha evidenciado el papel 
del sector externo como el principal 
motor de crecimiento de la economía 
costarricense, así como el rol de los 
Estados Unidos como el mayor socio 
comercial. Un cuarto retroceso es que 
esta dependencia está creando un riesgo 
estratégico, en vista de la reconfiguración 
de la política comercial de ese país, con 
decisiones que perjudican a Costa Rica y 
que ocasionan un entorno incierto a nivel 
mundial.

La estrategia de apertura al comercio 
y la inversión internacional implicó una 
amplia diversificación del sector externo. 
De ser, a finales de siglo pasado, una 
economía agroexportadora centrada en 
pocos productos (café, banano, caña de 
azúcar y carne de res) -y de exportaciones 
manufactureras livianas para el mercado 
centroamericano-, el país pasó a tener un 
sector externo mucho más diversificado, 
tanto en términos de los productos y ser-
vicios que exporta, como de los mercados 
de destino (diagrama 1.3). Sin embar-
go, esta diversificación no eliminó una  

Gráfico 1.28

Cambio interanual en la deuda pública, total y según 
componentes
(puntos porcentuales)

a/ Los datos de 2025 y 2026 corresponden a proyecciones realizadas por el Ministerio de Hacienda. 
Fuente: Sauma y Monge, 2025 con datos del Ministerio de Hacienda.
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Gráfico 1.27

Contribución promedio al balance fiscal, por componente
(porcentaje del PIB)

Fuente: Sauma y Monge, 2025 con datos del Ministerio de Hacienda.
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política pública de un gobierno. En esta 
dimensión también se analiza la capaci-
dad del Legislativo para promover y apro-
bar legislación que favorezca el desarrollo 
humano a partir de una deliberación 
democrática. 

Los hallazgos principales señalan que, a 
tres años de gobierno, la Administración 
Chaves Robles ha exhibido muy limita-
das capacidades de gestión de los asuntos 
públicos, tanto aquellos que son gestiona-
dos enteramente por parte del Ejecutivo 
y, en general, la institucionalidad públi-
ca, como aquellas que deben ser defini-
das mediante la intervención del Poder 

Diagrama 1.3

Indicadores de comercio internacional de Costa Rica

Fuente: Elaboración propia con datos de Comex.

Cantidad de mercados 142 158

Cantidad de productos 1.078 4.082

Cantidad de TLC 9 17

Promedio 
2007 - 2010

Promedio 
2021 - 2023

Gráfico 1.29

Indicadores del sector externo, 
por período, según socio 
comercial

Fuente: Elaboración propia con base en 
Jiménez y Arce, 2025 y datos de Procomer, ICT 
y BCCR.

a) Promedio 2010-2023

b) 2024

41%

43%

56%

44%

0% 50% 100%

Exportaciones

Importaciones

Inversión extranjera
directa

Llegadas de turismo
extranjero

Estados Unidos Resto del mundo

47%

40%

80%

56%

0% 50% 100%

Exportaciones

Importaciones

Inversión extranjera
directa

Llegadas de turismo
extranjero

Estados Unidos Resto del mundo

característica estructural: la alta depen-
dencia con respecto al mercado estadou-
nidense. 

Los principales indicadores del sector 
externo costarricense al 2024 reflejan su 
alta concentración en el mercado esta-
dounidense (gráfico 1.29b). En materia 
de comercio exterior, el 47% de las expor-
taciones de bienes tienen como destino 
los Estados Unidos, valor que supera 
significativamente al promedio de 41% 
en el período 2010-2023 (gráfico 1.29a). 
Estas exportaciones están altamente con-
centradas en el sector equipo de precisión 
y médico (68% al 2024), cuya parti-
cipación ha aumentado en el período 
de análisis. Las importaciones nacionales 
también tienen como principal origen el 
territorio estadounidense (40%). A pesar 
de que han perdido participación, siguen 
mostrando una concentración muy  
significativa.

El turismo estadounidense represen-
ta el 56% de la visitación extranjera en 
Costa Rica al 2024, lo que significa un 
crecimiento de 12 puntos porcentuales 
con respecto al promedio 2010-2023. No 
obstante, si se comparan los años 2019 y 
2024, el país ha perdido participación res-
pecto a competidores de Centroamérica 
y el Caribe. Pasó de atraer 20% de los 
turistas estadounidenses que visitan la 
región a 17%, particularmente frente a 
República Dominicana y El Salvador, que 

ganan terreno. Finalmente, en 2024, el 
80% inversión extranjera directa provino 
de empresas domiciliadas en los Estados 
Unidos, muy superior al alto promedio 
de 56% del período 2007-2023.

Más judicialización pero menos 
políticas públicas para el 
desarrollo

Este Informe evalúa en qué medida 
el sistema político costarricense cumple 
con la aspiración de efectuar una gestión 
política responsable, una condición bási-
ca para el desarrollo humano sostenible. 
Esta aspiración atribuye un rol primordial 
a los Poderes de la República, pero parti-
cularmente al Ejecutivo y al Legislativo. 
Puntualmente, este factor examina el 
desempeño del Poder Ejecutivo en dos 
sentidos: el primero se refiere a su fun-
cionamiento propio como poder de la 
República y el segundo a su capacidad 
de desarrollar relaciones de colaboración 
con el Poder Legislativo, que es clave 
para la aprobación de las prioridades de 
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Legislativo. Por su parte, la legislatura 
2024-2025 fue una de las más producti-
vas en la historia reciente del congreso. 
Esta producción no fue producto de rela-
ciones de cooperación con el Ejecutivo, 
sino de iniciativas multipartidarias en 
las que predominaron las alianzas mul-
tipartidarias de agrupaciones opositoras. 
Esta no es una condición favorable, pues 
la mayor parte de las nuevas leyes apro-
badas tuvieron un alcance acotado y sin 
relación con los principales desafíos que 
enfrenta el país. 

Disminución tendencial de la 
capacidad del sistema político 
para hacer entregas progresivas 

La principal novedad de esta edición es 
la elaboración de una metodología para 
clasificar las entregas del sistema político 
a la población desde el punto de vista del 
desarrollo humano. Desarrolla una pro-
puesta para analizar el tipo de entregas 
que hace el sistema político a partir de 
dos criterios claves: progresividad y regre-
sividad en materia de desarrollo humano 
(ver capítulo 5 para la metodología de 
clasificación). Estos resultados aportan 
evidencia para responder a la pregunta 
de cuál es la contribución del sistema 
político al desarrollo de la sociedad cos-
tarricense. 

Los resultados de la clasificación de 
entregas del sistema político, median-
te herramientas de inteligencia artificial 
(IA), arrojan resultados sugerentes. La 
mayoría de las entregas del sistema polí-
tico en las últimas tres décadas son de 
naturaleza progresiva, es decir constitu-
yen mejoras y avances para la sociedad. 
Este es un resultado en primera instan-
cia positivo y concuerda con un estilo 
costarricense de sociedad. No obstante, 
como lo ha analizado reiteradamente este 
Informe, una parte importante de estas 
piezas normativas carecía de sustento pre-
supuestario, lo que se ha denominado 
“promesa democrática sin sustento eco-
nómico” (PEN, varios años).

Antes de 2014, la razón de leyes que 
promueven el desarrollo humano (pro-
gresivas) era mayor que en la actualidad 
(ver metodología de clasificación en el 
Capítulo 5). Entre 1994 y 2013 el pro-
medio fue de 20 casos. No obstante, la 

razón baja a 11 entregas progresivas por 
cada entrega regresiva luego de 2014. 
Esto quiere decir, que el sistema político 
hace menos entregas que inciden en desa-
rrollo humano en la última década que 
en el pasado. Su capacidad de entregas se 
redujo a la mitad. 

En ese marco, la relación entre entregas 
progresivas y regresivas, tanto en leyes 
como en decretos, del presente gobierno 
es la menor de todas las administraciones 
hasta ahora analizadas (gráfico 1.30). Sin 
embargo, de ello no puede concluirse que 
su orientación sea regresiva, sino que ésta 
es menos progresiva.

Judicialización de conflictos 
públicos desplaza repertorios 
participativos de lucha ciudadana

En la última década la sociedad cos-
tarricense ha atravesado por un ciclo de 
baja protesta ciudadana. En todos los 
años, menos el 2018, el número de accio-
nes colectivas ha sido menor que el pro-
medio de las últimas tres décadas. En ese 
año la reforma fiscal reactivó la protesta, 
aunque de manera pasajera. En 2024 se 
registraron 290 acciones colectivas, cifra 
inferior al promedio (371).

Ediciones previas de este Informe han 
destacado que la caída de la protesta se 
origina en una sostenida menor beli-
gerancia en actores claves como traba-

jadores, estudiantes, sector producti-
vo, ciudadanía organizada y liderazgos 
comunitarios (PEN, varios años). Los 
datos del último año estudiado (2024) 
revelan la existencia de tres repertorios 
que concentran tres de cada cuatro accio-
nes: declaraciones públicas (40%), mitín 
o concentraciones (23%) y bloqueos 
(11%). Desde el inicio del período cons-
titucional del presidente Chaves Robles, 
las acciones colectivas confrontativas han 
sido predominantes⁶: 405 acciones con-
frontativas versus 326 disuasivas (mayo 
2022-abril 2025).

Mientras que la protesta de “la calle” 
se ha enfriado, otros indicadores dispo-
nibles para esta edición del Informe dan 
cuenta de que la sociedad civil costarri-
cense está re-direccionando la resolución 
de los conflictos al ámbito judicial. A este 
proceso se le conoce como la “judiciali-
zación de la política”, es decir, el traslado 
de conflictos políticos a sede judicial 
para que el sistema de justicia arbitre una 
disputa. En Costa Rica, la baja protesta 
y el menor uso del diálogo coincide con 
un aumento en la conflictividad sobre 
los asuntos públicos a los tribunales de 
justicia, ejerciendo una mayor presión 
sobre un sistema de justicia ya de por sí 
atiborrado de casos, aunque no puede 
establecerse una relación de causalidad 
entre ambos factores. 

Gráfico 1.30

Razóna/ entre entregas progresivas y regresivas del sistema 
político, según tipo 

a/ El numerador corresponde a las entregas progresivas y el denominador a las entregas regresivas. 
Fuente: Alfaro-Redondo y Torres, 2025.
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Gráfico 1.31

Evolución de los recursos de amparo con lugar contra el Ejecutivo 
y acciones colectivas

Fuente: Elaboración propia con datos del Poder Judicial, 2024, Moncada, 2025 y la base de acciones 
colectivas del PEN.
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Los tres años de la presente administra-
ción han superado, por mucho, los regis-
tros de las dos administraciones previas, 
épocas en las que dicho sea de paso se des-
encadenaron conflictos con alto poten-
cial de litigiosidad, como las reformas a 
las convenciones colectivas o la reforma 
fiscal. Los 7.027 casos del tercer año del 
actual gobierno son casi cuatro veces más 
que los de 2021 y nueve veces más que el 
nivel registrado en 2017 (gráfico 1.31). 

En marcha cambios regresivos 
del estilo de desarrollo 
nacional sin deliberación 
democrática 

El tercer mensaje integra el examen 
de la situación actual del país (primera 
sección) y de las tendencias de desarro-
llo humano sostenible (segunda sección) 
para responder una pregunta básica: si el 
repunte económico y social del 2024 no 
permitió a Costa Rica salir de la época 
de retrocesos en el desarrollo humano, 
¿en qué posición lo deja? La respuesta a 
esta interrogante implica introducir una 
nueva consideración: el estilo de desarro-
llo del país, los medios que la sociedad 
costarricense ha privilegiado para cum-
plir con el contrato social plasmado en su 
Constitución Política (PEN, 2024). 

Desde esta perspectiva, no basta saber 
que hay retrocesos y que estos pesan más 
que el repunte de 2024. Debe valorarse 
el grado en que ellos alteran o ponen 
en riesgo ese estilo de desarrollo (recua-
dro 1.2). Conocer el guion general de 
una película no dice la escena en que se 
encuentran las y los protagonistas -si al 
principio o al final de la historia-, cuán 
apremiante es esa situación y tampoco 
permite inferir, per se, las opciones a las 
que pueden acudir para enfrentar los 
problemas que tengan. Para ello es indis-
pensable contrastar los retrocesos con las 
grandes apuestas que definieron el estilo 
de desarrollo o rumbo del país. 

La principal conclusión del Informe 
es que hay, en la actualidad, en marcha 
cambios regresivos al estilo de desarrollo 
nacional sin que en la sociedad costarri-
cense se delibere apropiadamente sobre 
su conveniencia y oportunidad. Estos 
cambios sin deliberación democrática 

El estilo de desarrollo actual de un país es 
el rumbo de largo plazo que una sociedad 
adopta durante un período histórico más 
o menos amplio. Se mantiene a lo largo de 
sucesivas administraciones de gobierno y 
ante el surgimiento de coyunturas desa-
fiantes como crisis económicas o pande-
mias. En estos casos, no solo se mantiene 
sino que ofrece un repertorio de estrate-
gias y políticas públicas para enfrentarlo. 

Desde el punto de vista del desarrollo, un 
estilo de desarrollo nacional no se limita 
al ámbito de la economía. Lo incluye, cier-
tamente, pero también comprende otros 
aspectos medulares que definen la trayec-
toria de un país. Además de la producción 
de riqueza, su distribución; además de 
la producción y la distribución, el uso del 
patrimonio natural y sus ecosistemas. Y, 
además de lo anterior, las libertades y 
derechos con que las personas cuentan 
para participar en las grandes decisiones 
nacionales.

Sucesivos Informes Estado de la Nación 
han empleado la metáfora del desarrollo 
humano como un edificio de varios pisos. 

Recuadro 1.2
Concepto de estilo de desarrollo y descripción del vigente 
en Costa Rica 

Cada nivel proporciona soporte a los pisos 
superiores y, a la vez, la gestión de estos 
últimos puede fortalecer o debilitar los 
niveles inferiores. Esta analogía ayuda a 
sinterizar las principales tendencias que 
definen el rumbo del país y dar un balance 
de conjunto.

En el primer piso, la base, se encuentra el 
ambiente, el patrimonio de recursos natura-
les esencial para la actividad económica y 
social. En el segundo piso está la población, 
las personas que residen en un país que 
con su actividad contribuyen a su desarro-
llo. En el tercero se ubica la producción; es 
decir, la manera en que se usa y transforma 
los insumos naturales, técnicos, financieros 
y organizativos para crear riqueza. En el 
cuarto piso se sitúan los modos y alcances 
con que se distribuye esa riqueza entre la 
población. En el quinto piso está la polí-
tica, el ámbito en el cual se analiza como 
las sociedades se organizan y adoptan las 
decisiones colectivas vinculantes para sus 
respectivas poblaciones.

Continúa ➜
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bienestar comparativamente extenso en el 
concierto latinoamericano basado en una 
combinación de políticas sociales univer-
sales, contributivas y selectivas (Martínez 
y Sánchez-Ancoechea, 2019). Las prime-
ras fueron el sostén de ese Estado, par-
ticularmente los sistemas de educación 
pública y de salud pública. Las políti-
cas selectivas fueron un complemento 
importante, aunque no el pilar de este 
edificio, y se ejecutaron mayormente con 
recursos del Fondo de Desarrollo Social 
y Asignaciones Familiares (Fodesaf ).  
La importancia medular de las políticas 
universales vis-a-vis las selectivas fue otra 
característica que contrastó el caso costa-
rricense en relación con la mayoría de los 
países de la región.   

En la última década, sin embargo, ha 
habido una clara pérdida en la impor-
tancia de las políticas universales, en el 
contexto de las crecientes restricciones 
fiscales a la inversión social analizadas 
en secciones anteriores. En resumidas 
cuentas, a lo largo de este siglo, mientras 
los servicios universales (salud y educa-
ción, principalmente) fueron perdiendo 
importancia y crecía la de los programas 
contributivos, especialmente las pensio-
nes (gráfico 1.32).

En el año 2000 la inversión social se 
distribuía casi en partes iguales entre 
salud (29,6%), educación (29,4%) y pro-
tección social (29,1%). La expansión de 
esta inversión durante la primera década 
del siglo generó cambios en la estructura 
de gasto: en 2010 la educación se convir-
tió en el destino más importante (34%), 
seguida por salud (28,3%), mientras que 
la protección social se ubicaba en un ter-
cer término (27,2%). 

La agudización de los problemas fis-
cales del país hacia finales de la segun-
da década del siglo XXI no solo cortó 
la expansión en el financiamiento de la 
inversión, sino que, además, modificó su 
distribución, debido a decisiones políti-
cas de los gobiernos de turno. Educación 
y salud perdieron prioridad, mientras que 
protección social emergió como el princi-
pal destino, impulsado por el aumento de 
las personas con derecho a una pensión 
contributiva. 

En consecuencia, en 2024, la educa-
ción bajó rápidamente a un 28,3% del 

Recuadro 1.2 (continuación)
Concepto de estilo de desarrollo y descripción del vigente 
en Costa Rica 

El actual estilo de desarrollo de Costa Rica 
se implantó, discontinua pero firmemente, 
a lo largo de la década de los noventa, hace 
ya más de tres décadas. No fue producto 
de un plan maestro para definir de manera 
ordenada una secuencia de acciones, sino 
el resultado de años de tensos forcejeos 
y negociaciones sociales y políticas, en el 
cual ningún grupo tuvo el poder para impo-
nerse en todos los campos. Se consolidó 
porque, en momentos clave, se lograron 
formar coaliciones con el poder necesario 
para impulsar decisiones de amplio calado 
que definieron las apuestas de progreso o 
vectores del desarrollo nacional hasta el 
presente.

Ese estilo de desarrollo comprendió cuatro 
“apuestas” de distinta naturaleza, que 
se articularon para definir el rumbo de la 
sociedad costarricense. 

La apuesta económica fue que la promo-
ción de exportaciones y la atracción de 

inversión extranjera directa iba a permitir 
un crecimiento y progreso económico 
generalizado para la población.

La apuesta social del estilo de desarrollo 
fue que la expansión de la inversión social 
pública (ISP) iba permitir lograr un mayor 
bienestar y equidad social.

La apuesta ambiental fue que una mayor 
conservación del territorio y recuperación 
de cobertura forestal era el medio para 
mejorar la sostenibilidad ecológica del 
desarrollo humano costarricense.

La apuesta política fue profundizar la 
democracia como el medio para mejorar 
la capacidad del sistema político de res-
ponder a las demandas y necesidades de 
las mayorías ciudadanas y así fortalecer su 
legitimidad entre la población.

Fuente: PEN, 2014 y 2024.

ponen en riesgo fortalezas fundamen-
tales de las apuestas que definieron ese 
estilo en las últimas décadas. En este sen-
tido, la problemática actual no se limita, 
como hasta hace pocos años, a las deudas 
acumuladas debido a los “puntos ciegos” 
o insuficiencias del estilo de desarrollo, 
aspectos planteados tanto en 2014 y, 
especialmente, en el Informe 2024. Es 
que se están implementando acciones 
que ponen en cuestión sus fortalezas, que 
las debilitan sin que hayan sido plantea-
das alternativas. Y esta situación adentra 
al país aún más dentro de la “peligrosa” 
situación que la edición anterior planteó.

Debilitamiento de la inversión 
social desgasta pilar del Estado 
de Bienestar

Las políticas sociales son el vehículo 
que alimenta el círculo virtuoso entre la 
inversión social y el desarrollo humano. 
Estas políticas comprende un repertorio 

de estrategias, programas y servicios que 
amplían las capacidades de las personas 
para vivir vidas largas y saludables y a 
salvo de privaciones y de la exclusión 
social (PEN, varios años). El repertorio 
comprende desde políticas universales 
dirigidas en principio a toda la pobla-
ción, como la salud y la educación públi-
cas; las políticas contributivas, cuyos ser-
vicios están al alcance de las personas que 
han aportado para su prestación, como 
las pensiones del régimen de Invalidez, 
Vejez y Muerte de la Caja Costarricense 
del Seguro Social (IVM-CCSS) y otros 
regímenes; y las políticas selectivas, que 
se enfocan en determinados grupos 
poblacionales generalmente en condicio-
nes desventajosas, que requieren ayudas 
especiales.  Este repertorio, visto en su 
conjunto, puede denominarse el “Estado 
de bienestar”.

A lo largo de la segunda mitad del siglo 
XX, Costa Rica desarrolló un Estado de 



RESUMEN 2025 	 	 ESTADO DE LA NACIÓN	 47

total del gasto social, siendo reemplazado 
del primer lugar por protección social 
(35,1%), mientras que salud cae al tercer 
lugar (26,1%). El envejecimiento de la 
población ciertamente va a acaparar cada 
vez más recursos públicos (PEN, 2024). 
De no tomarse medidas para modificar 
las fuentes y el nivel de financiamiento 
de la inversión social, una consecuencia 
previsible es el debilitamiento de la capa-
cidad de invertir en las personas jóvenes y 
la salud de toda la población.

La conclusión que el Informe deriva 
de estos cambios es que se encuentra en 
marcha un cambio estructural regresivo 
en las prioridades de la política social. El 
Décimo Informe Estado de la Educación 
(PEN, 2025a) señaló que la contención 
del gasto para mantener la estabilidad fis-
cal ha escogido, como variable de ajuste, 
el debilitamiento progresivo del finan-
ciamiento de las políticas universales, 
claves para el desarrollo humano del país. 
Sin cambios a la vista en el manejo de las 
finanzas públicas, retrocede su importan-
cia ante el creciente gasto en protección 
social (pensiones). Es claro que el país 

Gráfico 1.32

Evolución de la inversión social pública (ISP) por habitante, 
según función sociala/

a/ En colones del año 2000, según el deflactor implícito del gasto de consumo del gobierno general de 
Cuentas Nacionales. 
Fuente: Trejos, 2025, con datos de STAP, BCCR, CGR, INEC, Ministerio de Hacienda y las instituciones 
sociales.
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Educación Salud Protección social

no ha efectuado los ajustes en el diseño 
y la eficacia de los programas y servicios 
sociales, por lo que las presiones demo-
gráficas derivadas del envejecimiento 
poblacional impactan sin mayor adapta-
ción la distribución del financiamiento 
del desarrollo humano.

La falta de adaptación del Estado de 
bienestar social costarricense es particu-
larmente notoria en los programas y ser-
vicios para el segmento poblacional que 
más rápidamente crecerá en los próximos 
veinte años: la población adulta mayor. 
Costa Rica es uno de los países latinoa-
mericanos que envejece más rápidamen-
te, en un plazo menor del que les tomó 
a otros países desarrollados. En esta edi-
ción del Informe se efectuó un estudio 
especial sobre el tema, cuyos principales 
resultados se presentan en el Capítulo 2.

Sucesivos gobiernos han promovido 
algún desarrollo de servicios para personas 
adultas mayores en situación de dependen-
cia, orientados principalmente a poblacio-
nes de bajos recursos. Sin embargo, esta 
oferta resulta limitada, fragmentada y sin 
un enfoque explícito hacia la dependencia, 

lo cual impide abordar de forma adecuada 
las necesidades actuales y futuras en este 
ámbito. Además, los servicios de aten-
ción para la población adulta mayor son 
costosos y excluyentes si se obtienen en 
el mercado, es decir, solo los segmentos 
de hogares de mayores ingresos podrían 
asumir estos costos por tiempo indefinido 
(gráficos 1.33). 

Para aliviar la carga de los costos que 
implica un envejecimiento digno sobre 
los sistemas de salud y las familias es 
relevante enfatizar en la prevención de 
la dependencia entre las personas adultas 
mayores, pues reduciría la demanda de 
servicios sanitarios y la necesidad de cui-
dados prolongados y hospitalizaciones. 
Es importante adoptar un enfoque que 
considere la promoción de la salud, la 
mejora de la autonomía y la prevención 
de enfermedades, involucrando activa-
mente tanto a los sistemas de salud como 
a la comunidad, las familias y las propias 
personas mayores. 

Fuerte erosión de la cultura 
cívica para la convivencia 
democrática

Las elecciones nacionales de 2026 se 
celebrarán en un contexto político mar-
cado por una fuerte erosión de la cultura 
cívica7 para la convivencia democrática. 
Las señales de esta erosión fueron tem-
pranamente identificadas por la Auditoría 
ciudadana de la calidad de la democracia 
(PEN, 2001). Un cuarto de siglo después, 
la conjunción de una creciente apatía 
ciudadana hacia la participación electo-
ral, el colapso del sistema de partidos y 
la polarización política configuran un 
peligroso escenario para la democracia 
costarricense. 

La apatía debilita uno de los pilares: la 
participación ciudadana en la conducción 

PARA MÁS INFORMACIÓN SOBRE
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Gráfico 1.33

Rango de costos mensuales de los servicios de atención para 
población adulta mayor, según modalidada/. 2024

a/ Se indican los montos mínimos, máximos y promedio de una consulta telefónica realizada en una 
muestra aleatoria representativa de centros de atención seleccionados en todo el país. La línea vertical 
indica el monto de la mediana del ingreso laboral (420.000 colones).  
Fuente: Chaverri , 2025, con base en consultas realizadas en los centros de atención.

436.000
400.000

500.000

580.000

400.000

240.000

0

100.000

200.000

300.000

400.000

500.000

600.000

700.000

Centros 
de atención

diurna

Atención 
domiciliaria

especializada

575.000 500.000

825.000

1.600.000

659.000
804.000

0

300.000

600.000

900.000

1.200.000

1.500.000

1.800.000

Con subsidio
del Estado 

Privado

a) Atención diurna y domiciliar b) Atención residencial

de los asuntos públicos. El colapso del 
sistema de partidos eleva los riesgos de 
elegir gobiernos imprevisibles y poco 
preparados para enfrentar los desa-
fíos del desarrollo humano. En varias 
naciones del mundo, la polarización ha 
sido la estrategia empleada por actores  
pro-autoritarios o populistas para llegar 
al poder y limitar o eliminar el régimen 
de libertades y derechos ciudadanos. 

Más desigualdad económica 
y cambios generacionales 
impulsan caída de participación 
electoral

En las elecciones nacionales de 2022, 
la participación ciudadana apenas llegó 
al 60% del padrón por primera vez en 69 
años. Confirmó una larga tendencia de 
caída progresiva pero sostenida que ini-
ció a fines del siglo pasado y que ha sido 
documentada ampliamente por ediciones 
anteriores del Informe y por una amplia 
literatura especializada. Temas como el 
descontento con el funcionamiento de 
las instituciones y los resultados de las 

políticas públicas han sido identificado 
como factores que han impulsado esta 
caída (gráfico 1.34).

Dos factores no políticos, de carácter 
estructural, han favorecido esta tenden-
cia. El primero es la tendencia de largo 
plazo a una mayor desigualdad econó-
mica, que desincentiva la participación 
de las personas de menores ingresos, 
pero también, de las capas medias. El 
segundo es la profunda transformación 
demográfica de la sociedad costarri-
cense: las y los ciudadanos con mayor  
trayectoria de participación electoral 
forman parte de cohortes envejecidas y, 
en algunos casos, en desaparición. Y las 
cohortes más jóvenes, menos participati-
vas, son cada vez más pequeñas.

En esta edición se actualizó un estudio 
realizado hace dos años sobre la relación 
entre el ingreso económico y la participa-
ción electoral en las cinco elecciones del 
período 2002 a 2018 agregando la infor-
mación relativa a las elecciones naciona-
les de 2022. Nuevamente se “cruzó” los 
datos anonimizados del padrón electoral 

con los reportes de ingresos del Sicere 
de la CCSS. Al igual que en el estudio 
original, debe advertirse que los datos del 
Sicere no incluyen a las personas trabaja-
doras en el sector informal.

En 2022 la participación electoral dis-
minuyó nuevamente en todos los niveles 
de ingreso. La caída es mucho más pro-
nunciada en la mitad inferior de la distri-
bución que en el resto (gráfico 1.35). Los 
deciles de ingresos medios también caen 
(del cuarto al octavo decil), y la reducción 
es menor entre la población de más ingre-
so. Ello sugiere, como lo indicó el Informe 
2024, que las capas medias también han 
reducido su participación electoral.

La disminución de la participación 
electoral tiene también un carácter gene-
racional. Un análisis de los patrones de 
participación del universo de votantes 
en las nueve elecciones celebradas entre 
1990 y 2022, que agrupa decenas de 
millones de registros, confirma que las 
cohortes de electores que han ingresado 
más recientemente al padrón exhiben 
niveles de asistencia a las urnas inferiores 
que las generaciones más experimentadas. 

Las cohortes que nacieron antes de 
1980, votaban en niveles altos todavía 
a inicios de la década de los noventa. 
La merma en la participación, en todas 
las generaciones, empezó gradualmente 

Gráfico 1.34

Porcentaje de participación 
electoral

Fuente: Elaboración propia con datos del TSE. 
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en 1998 y se ha extendido hasta las 
elecciones más recientes. En todas las 
generaciones observadas, el descenso de 
la participación es evidente, sin embargo, 
la reducción ha sido progresiva. 

En el caso de las generaciones que 
nacieron después de 1981, los datos 
de participación electoral muestran 
dos dinámicas preocupantes para la  
participación en el futuro. Por un lado, 
cuando recién ingresan a votar, su concu-
rrencia es baja y menor que la de cohortes 
que ya han tenido más oportunidades 
de sufragar e incluso, debido a que su 
ímpetu inicial es bajo, muy rápidamente, 
pierden el poco impulso participativo y 
se desmotivan. En perspectiva de largo 
plazo, estos resultados no son alenta-
dores, pues, conforme las cohortes de 
votantes de más edad sean desplazadas 
por las más jóvenes, la baja disposición 
de votar de éstos marcará sus decisiones 
políticas futuras (gráfico 1.36).  

Colapso del sistema de partidos 
desorienta al electorado

Los partidos políticos son organizacio-
nes vitales en las democracias. Cumplen 
funciones trascendentales tales como 
materializar el principio de representa-
ción de la ciudadanía, ordenar la com-
petencia por el poder y canalizar las 
demandas sociales. Un beneficio de estas 
funciones es la reducción de la incerti-
dumbre en la competencia electoral, pues 
esta ocurre entre actores conocidos por la 
ciudadanía, y de la gestión del gobierno 
que sea electo en las urnas, que debe res-
ponder a las demandas y promesas de sus 
partidarios. 

El principal problema que Costa Rica 
tiene en este ámbito es que ha habido 
un colapso del apoyo ciudadano a los 
partidos políticos. En la actualidad solo 
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Gráfico 1.35

Probabilidad de votar en elecciones presidenciales, por 
percentiles y deciles de ingreso según elección. 2002-2022

Fuente: Alfaro-Redondo y Zúñiga, 2025, con datos del TSE y Sicere, CCSS.
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Gráfico 1.36

Porcentaje de participación electoral por elección, según cohorte 
de votantesa/

a/ Corresponde a los años de nacimiento de cada generación. 
Fuente: Elaboración propia con datos del TSE. 
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el 17% de las personas se identifica como 
simpatizante de algún partido (CIEP-
UCR, 2025). Más de ocho de cada diez 
personas que votan no tienen lazos de 
lealtad partidaria ni, necesariamente, 
expectativas claramente formadas sobre 
las y los candidatos por los que votan. 
Ediciones anteriores del Informe han 
reportado que en 2014, 2018 y 2022 una 
proporción importante del electorado, 
superior al 30% decidieron su voto en los 
últimos días de la campaña electoral.

El colapso del apoyo ciudadano a los 
partidos ha venido aparejado de una fuer-
te ampliación de la cantidad de partidos 
que participan en la competencia electo-
ral. Tanto en las elecciones nacionales del 
2022 como en las que se celebrarán en 
2026, la ciudadanía tendrá que escoger 
entre decenas de partidos, tanto para los 
comicios presidenciales como los legis-
lativos. Muchos de estos partidos son 
relativamente nuevos y poco conocidos 
e, independientemente de su éxito elec-
toral, han tenido poca capacidad para 
retener el apoyo ciudadano una vez pasa-
das las elecciones. Esta incapacidad se 
explica, en parte, por la extrema debilidad 
de sus estructuras organizativas, que les 
impide cumplir con las funciones subs-
tantivas de un partido político

En esta edición se efectuó un estudio 
especial sobre las estructuras organizati-
vas de los partidos políticos costarricen-
ses (véase el Capítulo 5). La principal 
constatación es que los nuevos partidos 
políticos que han emergido en los últi-
mos años comparten una serie de caracte-
rísticas organizativas que conspira contra 
su capacidad de representar y canalizar las 
demandas ciudadanas. Su vida es corta, 
sus líderes “brincan” de un movimiento 
político a otro y sus apoyos electorales 
son muy volátiles. No tienen organizacio-
nes amplias capaces de captar militantes, 
socializarlos y promover dirigencias. Para 
competir, les basta cumplir con los requi-
sitos mínimos legales que establezca la 
legislación. Durante períodos no electo-
rales estos partidos nuevos captan menos 
del 1% de las simpatías partidarias. Las 
excepciones han sido el PPSD (que sir-
vió de vehículo electoral para el actual 
gobierno) y, en menor grado, el PRN, de 
orientación evangélica. 

Partidos como Nueva República 
(PNR), Progreso Social Democrático 
(PPSD), Liberal Progresista (PLP), 
Pueblo Soberano (PPS) y Unidas 
Podemos (PUP) presentan un desarrollo 
limitado en órganos de acción política. 
La mayoría carece de asambleas amplia-
das, directorios políticos y vínculos con 
sectores sociales organizados. A la luz de 
los hallazgos de Gómez Campos (2014), 
los resultados actuales confirman que 
las agrupaciones nuevas no cuentan con 
mecanismos para articular de forma efec-
tiva la acción política con los órganos de 
dirección partidaria.

Los partidos con mayor tradición tie-
nen estructuras más complejas, un hallaz-
go que confirma lo examinado hace diez 
años por el Informe. Esas estructuras han 
variado a lo largo de tiempo, lo que expre-
sa una voluntad de adaptarse a nuevas 
condiciones políticas. Sin embargo, esa 
renovación organizativa no ha frenado 
su erosión como vehículos de represen-
tación política de la ciudadanía. En las 
últimas mediciones, el PLN, el PUSC, 
FA y el PAC tienen, cada uno, simpatías 
entre el 1% y el 8% del electorado.

Polarización incipiente amenaza 
clima electoral

Un tercer factor que está erosionan-
do la cultura cívica es la creciente pola-
rización política de la ciudadanía. La 
polarización ocurre cuando la sociedad 
se divide en dos bandos opuestos. Un 
sector de la población respalda a un líder, 
a un partido o a un gobierno. Al mismo 
tiempo, el otro sector se opone a ese 
liderazgo, agrupación o administración 
gubernamental. Cuando estas divisiones 
se crispan y escala el amor hacia el grupo 
al que se pertenece y el odio hacia el otro 
bando, el resultado es la politización de la 
polarización (Iyengar et al., 2019). 

No es la primera vez en este siglo 
que la ciudadanía se ha polarizado.  
El antecedente más inmediato es el refe-
réndum por el TLC-CARD en 2007. 
La diferencia, en esta ocasión, es que 
los síntomas de polarización tienen un 
tinte personalista, centrado alrededor de 
la figura del presidente Chaves Robles. 
Ha sido alimentada por el conflicto de 
poderes impulsado por el Ejecutivo y por 
su esfuerzo de crear desde el gobierno un 
movimiento político electoral.

Indicios de la polarización personalista 
fueron reportadas en anteriores ediciones 
del Informe y actualizadas en la presente. 
Desde agosto de 2023, más de la mitad 
del electorado manifiesta actitudes de 
apoyo o rechazo al gobierno -el presi-
dente Chaves Robles en particular- por 
razones ajenas a una evaluación de los 
resultados de su gestión (gráfico 1.37). 
Entre el 34% y 40% del electorado avala 
al mandatario aunque no cree en las 
políticas que su gobierno implementa. 
Son seguidores personalistas. En el bando 
contrario, entre un 12% y 19% rechazan 
la figura presidencial aunque sí creen en 
las políticas de su gobierno (personalistas 
opositores). 

En esta edición se amplió el estudio 
de la polarización de cara a los comicios 
de febrero de 2026. Se exploró si la pola-
rización en el ámbito de la gestión pre-
sidencial se está extendiendo al ámbito 
electoral. Un estudio de opinión pública 
del CIEP-UCR (septiembre del 2025) 
planteó once preguntas que exploran las 
actitudes de las personas acerca de la con-
veniencia del continuismo o alternancia 
en el gobierno que sea electo en 2026. 
Con base en sus respuestas se construyó 
un índice de polarización electoral, que 
asume valores en una escala de 0 a 100, 
donde 0 indica continuismo y 100 anti-
continuismo.

El valor promedio del índice es de 
52 puntos, una constatación que sugie-
re valores intermedios de polarización 
afectiva en relación con el tema de la con-
tinuidad o rechazo del actual gobierno.  
Sin embargo, un promedio es una medida 
insuficiente para entender una compleja 
realidad. Un análisis estadístico multiva-
riante⁸  permitió identificar dos grupos 
de tamaño similar alrededor del tema de 
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la necesidad de cambio o continuidad del 
gobierno (Cuadro 1.3). 

El primer grupo es el de las personas 
continuistas. Muestran alto acuerdo con 
afi rmaciones como “el gobierno actual 
merece seguir en el poder”, “apoyo al 
gobierno actual independientemente de 
lo que haga”, con puntuaciones promedio 
superiores a 70 (escala de 0 a 100). En 
cambio, están fuertemente en desacuer-
do en todas las afi rmaciones relativas 

a la necesidad de un cambio. El segun-
do grupo, los anticontinuistas, tienden a 
estar opuestos a la continuidad y apoyan 
fuertemente el cambio. Su oposición a 
que una administración heredera de la 
presente llegue al poder es, sin embargo, 
menos intensa y no exenta de contradic-
ciones: están en general muy en desacuer-
do que “el gobierno actual merece seguir 
en el poder” (24 puntos en una escala de 
0 a 100), pero son más tibios cuando se 

les interroga por su acuerdo con una afi r-
mación como “Yo soy de los que apoya al 
gobierno actual, independientemente de 
lo que haga”. 

El análisis reveló un dato clave para 
entender el clima electoral a pocos días 
de la convocatoria ofi cial a las elecciones 
por parte del TSE. La mayoría de las per-
sonas que están en uno u otro grupo no 
están altamente polarizadas. Pertenecen 
en general a uno de los dos grupos, pero, 

Gráfi co 1.37

Categorías de apoyo al mandatario y sus políticas públicas. 2023-2025

a/ Personalistas seguidores: personas que apoyan al mandatario, aunque no respaldan sus políticas. 
b/ Opositores: personas que no respaldan la labor del mandatario ni las políticas públicas en educación y seguridad. 
c/ Seguidores: personas que aprueban la gestión del mandatario y sus iniciativas de política pública. 
d/ Personalistas opositores: personas que no apoyan al mandatario, pero sí sus políticas.
Fuente: Elaboración propia con datos de CIEP-UCR. 
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Cuadro 1.3

Valor promedio del índice de polarización electoral según grupo. Septiembre, 2025

Fuente: Alfaro-Redondo, 2025 con datos del CIEP-UCR. 

Ítems Continuistas Anticontinuistas
El gobierno actual merece seguir en el poder  73 24

Me sentiría satisfecho si el gobierno sigue en el poder  71 24

Que el gobierno actual pierda las elecciones sería una tragedia  70 44

A como dé lugar, el gobierno actual tiene que seguir en el poder, aunque sea a la fuerza  76 62

Yo soy de los que apoya al gobierno actual, independientemente de lo que haga   74 46

Prefi ero que otro partido, diferente al actual, llegue al poder  26 60

Haría todo lo posible para evitar que el gobierno actual siga en el poder  35 66

Si el gobierno actual pierde las elecciones yo sería feliz  29 66

En este tiempo el gobierno ha demostrado que no merece seguir en el poder  29 66

Ya es hora de acabar con el gobierno actual 28 69

El gobierno actual tuvo tiempo de hacer cosas y no las hizo  23 46



52  ESTADO DE LA NACIÓN RESUMEN 2025

en realidad, sus actitudes las ubican muy 
cercanas de un punto de indiferencia, el 
puntaje 50 en una escala 0 a 100. 

La mayoría de las personas están más 
cerca de otras que, en principio, están 
en la acera de enfrente y mucho más 
alejados de las personas altamente pola-
rizadas de su respectivo campo (gráfi co 
1.38). Cuatro de cada cinco (80%) están 
muy cercanas a ese punto de indiferen-
cia. En contraste, quienes manifestaron 
niveles de polarización extrema de uno 
y otro bando son pequeñas minorías, 
las áreas más alejadas de la línea media: 

representan, en conjunto, apenas un 4%. 
Adicionalmente, una de cada seis perso-
nas (16%) tienen actitudes correspon-
dientes a un nivel intermedio de polari-
zación afectiva. 

La principal conclusión es que a pocos 
meses de los comicios de febrero de 2026 
hay cierta polarización sobre el tema del 
continuismo. Hay en principio grupos 
que apoyan o rechazan que continúe 
la actual administración de gobierno, 
personifi cada en la fi gura del presidente 
Chaves Robles. Sin embargo, la mayoría 
de las personas no tienen preferencias 

Gráfi co 1.38
Distribución de las opiniones de las personasa/ respecto de la continuidad del ofi cialismo 
en el poderb/

(escala de 0 a 100)c/

a/ Cada punto representa una persona, según la edad y el puntaje obtenido.
b/ La línea vertical continua representa el promedio general del puntaje obtenido por la población encuestada. Las líneas punteadas más cercanas al promedio 
indican un valor que se ubica a +-0,5 desviaciones estándar. Las líneas punteadas más alejadas están a +-1 desviaciones estándar. Los porcentajes en la parte 
superior corresponden a la proporción de personas en cada una de las franjas resultantes. 
c/ Los puntos ubicados a la derecha del promedio pertenecen al grupo de las personas opuestas al continuismo; los puntos a la izquierda, las favorables a él.
Fuente: Alfaro-Redondo, 2025 con datos del CIEP-UCR. 
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robustas sobre ello. Se encontró mino-
rías muy pequeñas con preferencias muy 
marcadas y un grupo también minorita-
rio, pero más amplio, que tienen nive-
les intermedios de polarización sobre el 
tema y que podrían evolucionar hacia 
posiciones distintas, dependiendo de la 
dinámica de la campaña electoral. Habrá 
fuertes incentivos electorales para pro-
curar polarizar a la población, escindien-
do el “centro” para generar adhesiones 
políticas.
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Cierre

En 2024 y la primera mitad del 2025 
Costa Rica experimentó un repunte eco-
nómico y social. Este repunte no implicó 
el retorno del país a una senda de pro-
greso en desarrollo humano y de avance 
hacia una democracia de mayor calidad. 
La principal razón es que los positivos 
indicadores cuentan solo una parte de la 
historia, pues dejan por fuera elementos 
medulares para evaluar el desempeño del 
país. Cuando se incorporan nuevos fac-
tores es posible apreciar que este repunte 
tuvo bases frágiles y enfrentó amenazas 
estratégicas. Para entender la situación por 
la que atraviesa la sociedad costarricense 
resulta indispensable examinar las tenden-
cias a lo largo de un período más amplio.

Desde esta perspectiva, Costa Rica 
sigue transitando por una época de retro-
cesos en su desarrollo humano sostenible. 
Estos retrocesos son sustanciales, tienen 
efectos globales sobre el estilo de desa-
rrollo que el país adoptó en las últimas 
décadas, sin que la sociedad costarricense 
delibere apropiadamente sobre la conve-
niencia y oportunidad de esos cambios 
regresivos. Las acciones en marcha ponen 
en cuestión fortalezas históricas, debi-
litándolas, sin que hayan sido plantea-
das mejores alternativas. Y esta situación 
adentra al país aún más a la “peligrosa” 
situación señalada en la pasada edición. 

Este es el contexto en el cual la ciudada-
nía costarricense elegirá en pocos meses 
al gobierno que conducirá el rumbo del 
país entre 2026 y 2030. Será un período 
de capital importancia para el futuro de 
esta nación, pues, ante el desgaste del esti-
lo de desarrollo actual, se irá perfilando 
el que proveerá el nuevo rumbo para las 
próximas décadas. Es una elección con 
implicaciones estratégicas, que solo ten-
drá peso en el futuro con calidad y pro-
fundidad en el contenido que los partidos 
políticos debatan sobre los problemas 
del país y sus soluciones. Esta es, ni más 
ni menos, la cuestión que la ciudadanía 
costarricense empezará a decidir con su 
voto en febrero de 2026.

El resultado electoral puede abrir paso 
a distintos senderos de evolución. Un 
primer escenario es la prolongación de la 
época de retrocesos en desarrollo huma-

no sin ningún recambio o adaptación en 
el estilo de desarrollo, un escenario de 
erosión sin alternativas debido al conflic-
to y la parálisis política. Sería un sendero 
de decadencia de largo plazo, cuyas con-
secuencias finales son difíciles de prever.

Un segundo escenario es la imposi-
ción autoritaria de un nuevo estilo de 
desarrollo que, en vez de mejorarlo y 
adaptarlo, abandone apuestas históricas 
fundamentales como la equidad, la con-
servación ambiental y la democracia, por 
otras imprecisamente formuladas a este 
punto. Si la experiencia comparada de 
otros países encierra lecciones útiles para 
el país, algunos grupos podrían utilizar 
un eventual triunfo electoral en condi-
ciones más autoritarias como patente 
de corso para, una vez en el poder de 
gobierno, forzar cambios a la medida, 
institucionales y en políticas públicas, 
sin diálogo ni negociación e, incluso, 
a costa de debilitar el sistema de pesos 
y contrapesos que ha caracterizado a la 
democracia costarricense.

El tercer escenario, por el cual se  
decanta el Informe Estado de la Nación, 
es el cambio constructivo. Remodelar, 
en democracia, esas apuestas históri-
cas y adaptarlas a las nuevas realidades.  
Es una vía que, predica sobre el respeto a 
las instituciones del estado de derecho, el 
régimen de libertades públicas, el ejercicio 
de una vocación de negociación y diálo-
go político y, sobre todo, la apertura de 
más canales a la participación ciudadana 
informada en los asuntos públicos. Este 
escenario no condena al país a un cambio 
lento y marginal: en democracia pueden 
negociarse reformas profundas y decisivas.

El Programa Estado de la Nación ha 
hecho en el 2025 un esfuerzo extraor-
dinario para proveer a la ciudadanía la 
más amplia oferta de datos y análisis, 
plenamente accesibles a todas las perso-
nas, sobre la situación del país. Hemos 
publicado cuatro informes: el Séptimo 
Informe Estado de la Región, el Quinto 
Informe Estado de la Justicia, el Décimo 
Informe Estado de la Educación y este 
Informe, la Trigésimo primera edición 
del Informe Estado de la Nación. Además, 
como en las dos elecciones anteriores 
(2018 y 2022) la plataforma electoral 
VotemosCR.com busca incentivar la par-

ticipación informada de la ciudadanía en 
la conformación del gobierno y la desig-
nación de sus representantes y pone al 
alcance de ella una gran cantidad de datos 
y análisis de interés electoral.

Votar es tomar las riendas de nuestro 
destino. Votar es, también, el resulta-
do de una percepción sobre la realidad. 
Al llamar a votar informadamente, el 
Informe interroga a la ciudadanía sobre 
los alcances de la realidad que configura 
la situación actual del país: ¿Cuál es la 
realidad que vivimos en Costa Rica? Esta 
pregunta invita a buscar respuestas que 
trasciendan la superficie de los hechos, 
cuestionen los marcos desde los que se 
comprende lo nacional y, en especial, 
acallen el ruido de los prejuicios que 
reducen la complejidad de lo real a esló-
ganes vacíos y hacer un esfuerzo por 
comprender los alcances de la situación y 
las implicaciones del voto. Hoy por hoy, 
esta interrogación es indispensable, vistos 
los escenarios que el país enfrentará en los 
próximos años.

De esto se trata la provocación visual de 
la portada del presente Informe. Propone 
una imagen conceptual que no busca ser 
metafórica o meramente estética, sino 
un punto de partida para pensar, dudar y 
reinterpretar sobre lo que vemos cuando 
miramos. El recurso central es la obra 
“Rotating Snakes” del psicólogo japonés 
Akiyoshi Kitaoka, un célebre experimento 
de ilusión óptica que, mediante la mani-
pulación del color, el contraste y la forma, 
genera un movimiento ilusorio en círculos 
concéntricos cuando se observa con visión 
periférica. Sus múltiples elementos y espi-
rales apelan, además, a la complejidad de 
lo percibido y la profundidad que puede 
escapar a una primera vista.

Esta portada no busca describir, sino 
despertar. Su intención es tensionar la 
mirada, invitar a una reflexión crítica que 
cuestione las certezas sobre la realidad 
nacional desde una aproximación que es, 
a la vez, disruptiva, intelectual y provo-
cadora. Es, precisamente, la actitud no 
conformista, crítica pero lúcida, que la 
rica historia que una democracia desar-
mada, abierta al mundo y en permanente  
búsqueda de una mayor equidad y sosteni-
bilidad ambiental, requiere en un momen-
to tan importante como el presente.
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Notas

1 La regla fiscal es un instrumento incluido en la refor-
ma fiscal del 2018 (Ley 9635), que busca limitar que 
el gasto no se correlacione con el ciclo económico, 
estabilizar la razón deuda sobre PIB y limitar el gasto 
público.

2 La categoría “implementación” refiere a que se 
ejecutaron las acciones planteadas. No implica una 
valoración sobre los resultados logrados con esta 
implementación.

3 Este poder se refiere a las acciones mediante 
las cuales el presidente y su gabinete comunican y 
expresan sus intereses, opiniones y preferencias a la 
ciudadanía.

4 En esta medición se crearon dos índices, uno deno-
minado liberalismo político y el otro populismo. En 
ambos casos, los valores oscilan entre 0 y 100 puntos 
(para más detalles de los ítems utilizados ver Anexo de 
la encuesta en el capítulo 5). Entre más alto sea el pun-
taje, más respetuoso de la legitimidad de las institucio-
nes y los actores (pilares liberales de la democracia) 
es un mandatario, pero a su vez, más populistas serán 
sus decisiones.

5 Además de la disminución del personal en las áreas 
de conservación, se observa una marcada variabilidad 
en la distribución de personal por tipo de puesto en 
las áreas de conservación. En el Área de Conservación 
Guanacaste, un 82% del personal corresponde al 
ámbito técnico y el valor restante al campo administra-
tivo, mientras que, en el Área de Conservación Marina 
Cocos, las personas funcionarias están asignadas prin-
cipalmente a puestos administrativos (80%).

6 Los repertorios disuasivos se refieren a: declara-
ciones públicas, denuncias ante entidades estatales 
y/o internacionales, organización de una consulta o 
proyecto de ley por iniciativa popular, paro, reunión 
con autoridades, y reunión/asambleas entre las/los 
agentes. Las de tipo confrontativo son: actos contra 
la propiedad, amenazas, bloqueos, huelga, huelga de 
hambre, invasión de propiedad, marcha o caravana, 
renuncia, mítines y/o concentraciones.

7 La definición inicial de cultura cívica fue planteada 
inicial en el libro clásico de Almond y Verba (1964), 
posteriormente retomada por Putnam et al. (1993). 
Estas obras fueron seguidas por una vasta litera-
tura sobre la cultura política en las democracias. 
Esencialmente se entiende por cultura cívica los valo-
res y prácticas de las personas que les permiten tener 
densos lazos de participación en los asuntos públicos, 
observar las leyes y respetar los derechos y la dignidad 
ajena en la convivencia política, especialmente de 
aquellos con quienes discrepan o se encuentran en 
minoría.

8 La técnica utilizada para construir los conglomerados 
se denomina agrupación de K-medias. Este procedi-
miento divide un conjunto de datos en grupos similares 
en función de la distancia de sus centroides. El cen-
troide, o centro del clúster, es el promedio de todos los 
puntos dentro del clúster, según las características de 
los datos. La agrupación de K-medias es un proceso 
iterativo para minimizar la suma de distancias entre los 
puntos de datos y sus centroides de clúster. La técnica 
funciona clasificando los puntos de datos en clústeres 
mediante una medida matemática de distancia, nor-
malmente euclídea, desde el centro del clúster. Los 
datos más cercanos a un centroide se agrupan dentro 
de la misma categoría. 
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